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Quito, D.M., 24 de julio de 2025 

 

CASO 384-20-JH 

  

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 

EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE LA SIGUIENTE 

 

SENTENCIA 384-20-JH/25 

 

Resumen: La Corte Constitucional revisa una acción de hábeas corpus planteada por una 

persona perteneciente a una nacionalidad indígena privada de la libertad, a causa de un proceso 

penal que desconocía y que fue seguido respecto de un hecho por el que plausiblemente ya fue 

juzgado en la comunidad indígena a la que pertenece. En tal contexto, la sentencia desarrolla 

la procedencia de la acción de hábeas corpus para la tutela de la garantía del debido proceso de 

no ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia  (art. 76.7.i CRE), relacionada con 

el respeto al derecho propio (art. 57.10 CRE) y a la justicia indígena (art. 171 CRE). 
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1. Procedimiento ante la Corte Constitucional 

 

1. El 6 de abril de 2021, el Tribunal de la Sala de Selección1 de la Corte Constitucional 

seleccionó el caso 384-20-JH para el desarrollo de jurisprudencia vinculante, por 

considerar que se acreditaron de manera preliminar los parámetros de novedad y 

relevancia nacional previstos en el artículo 25 número 4 de la LOGJCC. 

 

2. El 10 de febrero de 2022, se resorteó la causa y su sustanciación correspondió al juez 

constitucional Richard Ortiz Ortiz, quien avocó conocimiento el 9 de abril de 2025 y 

dispuso a la Sala que remita el expediente completo de la acción de hábeas corpus. 

 

3. El 23 de abril de 2025, la Sala remitió el expediente de la causa. 

 

4. El 18 de julio de 2025, la Tercera Sala de Revisión, conformada por los jueces 

constitucionales Teresa Nuques Martínez, José Luis Terán Suarez y Richard Ortiz 

Ortiz, aprobó el proyecto de sentencia elaborado por el juez ponente. 

 

2. Hechos del caso 

 

2.1. Sobre el proceso de justicia indígena seguido a Marcelo Germán Pay Pay y 

Luis Alberto Pay Taicuz 

 

5. El 19 de agosto de 2016, Luis Alberto Pay Taicuz, en una pelea con su primo Marcelo 

Germán Pay Pay, fue víctima de un corte con machete en la mano. Ambos pertenecen 

a la comunidad indígena San Marcos de la nacionalidad Awá, ubicada en la provincia 

del Carchi.2 

 

6. El 4 de noviembre de 2018, la Asamblea General de la comunidad indígena San 

Marcos de la nacionalidad Awá, donde participaron 170 personas, en el marco de un 

proceso de justicia indígena por el hecho suscitado el “19 de agosto de 2016”, emitió 

la resolución “Acta número 14”. En esta decisión de justicia indígena se impuso a Luis 

                                                 
1 Conformado por el ex juez constitucional Hernán Salgado Pesantes, la ex jueza constitucional Daniela 

Salazar Marín y la jueza constitucional Teresa Nuques Martínez.  
2 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, Acta número 14 de la Asamblea de la Comunidad de San Marcos, fojas 2 a 4. 
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Alberto Pay Taicuz y a Marcelo Germán Pay Pay el castigo de 10 latigazos. Además, 

la autoridad estableció como compromiso: 

 

No cometer más problemas entre compañeros y compañeras, de esa forma quedan en paz 

ante la comunidad de San Marcos las dos partes, caso contrario si vuelven cometer esa 

misma acción se les castigará más fuerte a la persona que atreve (sic). Con una sanción 

de 30 latigazos, 50 minutos de cepo, con una multa de 100 dólares y la expulsión de la 

comunidad en definitivo.3 

 

2.2. Sobre el proceso penal seguido en contra de Marcelo Germán Pay Pay  

 

7. El 22 de agosto de 2016, Blanca Elvia Pay Taicuz presentó una denuncia penal contra 

Marcelo Germán Pay Pay por el delito de lesiones (corte en la mano) causado a su 

hermano Luis Alberto Pay Taicuz el 19 de agosto de 2016, en la comunidad indígena 

de San Marcos.4  

 

8. El 27 de noviembre de 2018, la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón Tulcán, 

provincia del Carchi (“Unidad Judicial”), sentó razón de su competencia por el sorteo 

del proceso penal 04281-2018-01607 en contra de Marcelo Germán Pay Pay, por el 

delito de lesiones tipificado en el artículo 152 número 3 del Código Orgánico Integral 

Penal (“COIP”).5 Así mismo señaló que la acción penal hace referencia a que, el 19 

de agosto de 2016, Marcelo Germán Pay Pay habría herido con un machete a Luis 

Alberto Pay Taicuz lo que le ocasionó graves lesiones que le causaron incapacidad de 

noventa a ciento veinte días.6 

 

9. El 4 de diciembre de 2018, la Unidad Judicial notificó el inicio de la instrucción fiscal 

y ordenó prisión preventiva en contra de Marcelo German Pay Pay por reunirse los 

requisitos del artículo 534 del COIP. La autoridad judicial notificó al procesado “a 

través de su defensor público”.7 

 

                                                 
3 Ibid. 
4 Fiscalía General del Estado, Consulta de Noticias del Delito, noticia del delito 040101816080118. 

https://www.fiscalia.gob.ec/consulta-de-noticias-del-delito/. 
5 COIP, artículo 152.- “Lesiones. - La persona que lesione a otra será sancionada de acuerdo con las 

siguientes reglas: […] 3. Si produce a la víctima un daño, incapacidad o enfermedad de treinta y uno a 

noventa días, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.” 
6 SATJE, expediente digital proceso penal 04281-2018-01607, acta resumen de la audiencia evaluatoria y 

preparatoria de juicio, 21 de marzo de 2019.  
7 SATJE, expediente digital proceso penal 04281-2018-01607, acta resumen de la audiencia de formulación 

de cargos, 4 diciembre de 2018.  
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10. El 25 de marzo de 2019, la Unidad Judicial dictó auto de llamamiento a juicio en contra 

de Marcelo German Pay Pay por el delito de lesiones tipificado en el artículo 152 

número 4 del COIP,8 respecto de la agresión contra Luis Alberto Pay Taicuz ocurrida 

el 19 de agosto de 2016. La autoridad judicial ratificó la prisión preventiva en contra 

del procesado y ordenó a la Policía proceder con la detención de Marcelo Germán Pay 

Pay.9 

 

11. El 4 de julio de 2020, la Policía detuvo a Marcelo Germán Pay Pay e informó a la 

Unidad Judicial para los fines procesales consiguientes.10 

 

2.3. Sobre la acción de hábeas corpus presentada por Marcelo Germán Pay Pay 

 

12. El 23 de julio de 2020, Marcelo Germán Pay Pay (“accionante”), a través de su 

abogada, presentó una acción de hábeas corpus11 en contra de la Unidad Judicial. El 

accionante alegó que: (i) pertenece a la comunidad indígena Awá ubicada en la 

parroquia de Chical, cantón Tulcán, provincia del Carchi; y (ii) se le ha privado de su 

libertad por un hecho por el cual ya fue juzgado el 4 de noviembre de 2018 por la 

comunidad indígena a la que pertenece, y que le impusieron el castigo de 10 latigazos. 

De tal manera, adjuntó copia del acta de la resolución de la Asamblea de la comunidad 

indígena San Marcos de la nacionalidad Awá. Así también, adjuntó un oficio del 

presidente de la comunidad en el que se reiteraba que el accionante ya fue “castigado 

de acuerdo a la ley indígena” por lo que se solicitaba sea dejado en libertad, “además 

estamos preocupados por el posible contagio de covid 19 eso puede causar un daño 

para la persona indicada, y al posterior nos puede contagiar a la población Awá”.12 

 

13. El 24 de julio de 2020, la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de 

Carchi (“Sala”) realizó la audiencia respectiva en la que las partes presentaron los 

siguientes argumentos: 

 

                                                 
8 COIP, artículo 152.- “Lesiones. - La persona que lesione a otra será sancionada de acuerdo con las 

siguientes reglas: […] 4. Si produce a la víctima una grave enfermedad o una disminución de sus facultades 

físicas o mentales o una incapacidad o enfermedad, que no siendo permanente, supere los noventa días, 

será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.” 
9 SATJE, expediente digital proceso penal 04281-2018-01607, auto resolutivo de llamamiento a juicio, 25 

de marzo de 2019. Marcelo Pay no compareció a la audiencia de llamamiento a juicio. 
10 SATJE, expediente digital proceso penal 04281-2018-01607, oficio No.- 2020-00931-PJ-SZ-CARCHI-

4-DNPJeI, 4 de julio de 2020 y parte policial No. 2020070404224864616. 
11 Acción de hábeas corpus 04102-2020-00014. 
12 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, demanda de hábeas corpus, fojas 1 al 14. 
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13.1. El accionante alegó que: (i) estaba privado de su libertad por un proceso penal 

seguido en su contra por el mismo hecho -lesión causada a Luis Alberto Pay 

Taicuz el 19 de agosto de 2016- por el cual sus autoridades jurisdiccionales 

indígenas ya le juzgaron y le impusieron el castigo de 10 latigazos; por lo que, 

(ii) no podía ser juzgado más de una vez por la misma causa conforme el artículo 

76.7.i de la Constitución; y, además, (iii) desconocía del proceso penal seguido 

en su contra porque nunca se le notificó en la causa, de manera que se lo dejó en 

indefensión.13 

 

13.2. La Unidad Judicial señaló que: (i) dispuso la prisión preventiva del accionante 

por reunir los requisitos legales dentro del proceso penal, y (ii) desconocía que 

el procesado era sujeto de aplicación de justicia indígena por no existir ningún 

elemento al respecto en las constancias procesales.14 

 

14. El 25 de julio de 2020, la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de 

Carchi (“Sala”) emitió sentencia y aceptó la acción de hábeas corpus. La Sala 

razonó que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, la justicia ordinaria tiene 

competencia para juzgar “en este tipo de casos” (delitos contra la vida), por lo que no 

procede el argumento de la jurisdicción indígena. No obstante, la Sala argumentó que 

la detención del accionante era ilegal porque no se le notificó con la instrucción fiscal 

aun cuando se conocía el domicilio del procesado, lo que impidió que ejerza de forma 

efectiva su derecho a la defensa.15 De tal manera, ordenó la inmediata libertad del 

accionante. 

 

2.4. Sobre la declinación de competencia del juez penal porque los hechos ya 

fueron juzgados por la justicia indígena 

 

15. El 7 de julio de 2020, el Tribunal de Garantías Penales con sede en el cantón Tulcán, 

provincia del Carchi (“Tribunal de Garantías Penales”), avocó conocimiento del 

proceso penal 04281-2018-01607 en contra de Marcelo Germán Pay Pay, por el delito 

                                                 
13 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, acta de audiencia, fojas 17 a 19. 
14 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, acta de audiencia, fojas 17 a 19. 
15 La Sala arguyó que se violentó las reglas contenidas en el artículo 594 del COIP, por lo que “la falta de 

localización del domicilio del actor y la notificación correspondiente, -sin haber agotado todos los medios, 

tendiendo a su alcance todos los datos informativos-, evitó que el hoy accionante realice las actividades 

encaminadas a propiciar su defensa dentro del proceso, “hecho que ha identificado la jurisprudencia 

constitucional como constitutivo de indefensión, lesivo de los derechos del debido proceso y a la defensa”. 

Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, sentencia, fojas 20 a 27. 
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de lesiones contra Luis Alberto Pay Taicuz, tipificado en el artículo 152 número 3 del 

COIP. 

 

16. El 5 de agosto de 2020, Marcelo Pay solicitó al Tribunal de Garantías Penales que, en 

respeto de la garantía dispuesta en el artículo 76, número 7 letra i) de la Constitución, 

se inhiba de seguir conociendo la causa y ordene su archivo por haber cosa juzgada. 

De tal manera, manifestó que ya fue juzgado por los mismos hechos suscitados el 19 

de agosto de 2016 contra Luis Pay por la autoridad jurisdiccional indígena de su 

comunidad. Además, argumentó que no fue notificado con el inicio de alguna 

investigación ni otra gestión del proceso penal seguido en su contra por este mismo 

hecho, aun cuando hubo reconocimiento del lugar de los hechos y se conocía del 

domicilio, por lo que el proceso resultaba nulo. 

 

17. El 23 de agosto de 2020, el presidente, secretario y representantes de la comunidad de 

San Marcos de la nacionalidad Awá manifestaron al Tribunal de Garantías Penales que 

la comunidad ya juzgó los hechos suscitados el 19 de agosto de 2016, por lo que se 

sancionó a Marcelo Pay y Luis Pay, quienes se “sometieron al castigo que les fue 

impuesto”.16 Así, solicitaron que se los reciba para rendir testimonio y dar fe de lo 

expresado en la audiencia respectiva, en respeto de la justicia indígena.17 

 

18. El 2 de febrero de 2023, el Tribunal de Garantías Penales, de conformidad con el 

artículo 171 de la Constitución y artículo 345 del COFJ, declinó la competencia para 

juzgar la causa por considerar que ya ha sido resuelta por la justicia indígena y de 

hacerlo se violentaría el artículo 76, número 7, letra i) del texto constitucional. El 

Tribunal concluyó que la decisión de 4 de noviembre de 2018 de la Asamblea de la 

comunidad San Marcos: 

 

[…] es legítima, pues cumple con los requisitos contemplados en el Art. 171 de la 

Constitución, ha sido emitida por autoridad indígena aplicando el derecho propio, se 

respetó el debido proceso, pues se siguieron las normas y procedimientos del derecho 

propio de la comunidad San Marcos (AWÁ), luego de tener conocimiento se investigó, 

luego se convocó a audiencia a la comunidad y se resolvió.18 

                                                 
16 SATJE, expediente digital proceso penal 04281-2018-01607, escrito, 23 de agosto de 2020. 
17 El 4 de octubre de 2022, José Luis Taicuz García ex presidente, Segundo Diógenes Taicuz Canticuz 

actual presidente, y Wilmer Lizandro Nastacuaz Taicuz secretario de la comunidad San Marcos, acudieron 

ante el Tribunal de Garantías Penales para rendir testimonio sobre la decisión de justicia indígena. Por 

pedido del juez acudieron las mismas autoridades indígenas también el 9 de enero de 2023. SATJE, 

expediente digital proceso penal 04281-2018-01607, actas de comparecencia, 4 de octubre de 2022 y 9 de 

enero de 2023. 
18 SATJE, expediente digital proceso penal 04281-2018-01607, auto resolutivo de inhibición, 2 de febrero 

de 2023. 
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3. Competencia 

 

19. El Pleno de la Corte Constitucional es competente para expedir sentencias que 

constituyen jurisprudencia vinculante o precedentes de carácter erga omnes, en todos 

los procesos constitucionales que llegan a su conocimiento a través del proceso de 

selección, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 436 número 6 de la 

Constitución en concordancia con los artículos 2 número 3 y 25 de la LOGJCC.19  

 

4. Objeto de la revisión y planteamiento del problema jurídico 

 

20. La Constitución (art. 86.5) y la LOGJCC (arts. 25 y 38) establecen que, en materia de 

garantías jurisdiccionales, todas las sentencias ejecutoriadas y resoluciones de medidas 

cautelares deben ser enviadas a la Corte Constitucional para su eventual selección y 

revisión cuando cumplan uno o más de los siguientes requisitos: (i) gravedad, (ii) 

novedad e inexistencia de precedente judicial, (iii) inobservancia de los precedentes 

de la Corte Constitucional, y (iv) relevancia o trascendencia nacional del asunto 

resuelto en la sentencia o resolución. 

 

21. Una vez que un caso es seleccionado, la Corte Constitucional desarrolla en sentencia 

el contenido de los derechos y las garantías constitucionales a partir de los hechos del 

caso revisado. Dicho de otro modo, los problemas jurídicos que resuelve la Corte en 

este tipo de sentencias surgen y se limitan a las pretensiones de las partes procesales y 

los hechos del caso concreto objeto de la revisión.20 

 

22.  Además, según las circunstancias particulares de cada caso, la Corte puede optar por 

analizar: (i) el fondo del proceso de origen, con miras a reparar daños causados por 

vulneraciones de derechos constitucionales o a confirmar las decisiones revisadas; (ii) 

la conducta de las autoridades judiciales que dictaron las decisiones revisadas, con 

miras a resolver problemas jurídicos relativos a la aplicación de las normas que regulan 

las garantías jurisdiccionales; o, (iii) tanto la conducta de las autoridades judiciales 

como los hechos que dieron origen al proceso.21 

 

                                                 
19 CRE, artículo 436 número 6: “Art. 436.- La Corte Constitucional ejercerá, además de las que le confiera 

la ley, las siguientes atribuciones: […] 6. Expedir sentencias que constituyan jurisprudencia vinculante 

respecto de las acciones de protección, cumplimiento, hábeas corpus, hábeas data, acceso a la información 

pública y demás procesos constitucionales, así como los casos seleccionados por la Corte para su revisión”. 
20 CCE, sentencia 2231-22-JP/23, 7 de junio de 2023, párr. 25; sentencia 224-23-JP/24, 31 de enero de 

2024, párr. 33. 
21 Ibid. 
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23. De esta forma, la sentencia de revisión puede tener efectos para el caso concreto con 

el objetivo de analizar si corresponde ratificar o dejar sin efecto las decisiones 

revisadas, cuando la Corte constate que: (i) existe una vulneración de derechos que no 

habría sido reparada, en el proceso de origen; o, (ii) existe prima facie una 

desnaturalización de las garantías jurisdiccionales que requiera ser corregida;22 o (iii) 

existe una manifiesta improcedencia de la garantía jurisdiccional aplicada para 

declarar un derecho que versa sobre un asunto netamente patrimonial.23  En los demás 

supuestos, en principio, las sentencias de revisión tienen efectos únicamente para casos 

análogos. 

 

24. En este caso, esta Corte seleccionó la causa 384-20-JH al constatar el cumplimiento 

de los criterios de novedad y de relevancia nacional. El criterio de novedad se justifica 

en tanto permitiría discurrir sobre el alcance de la competencia del juez que conoce un 

hábeas corpus en la calificación de la ilegalidad, arbitrariedad o ilegitimidad de la 

privación de la libertad, cuando media un alegato relativo a la jurisdicción indígena. 

Es decir, un argumento respecto a la privación de libertad a causa de un proceso penal 

seguido por un hecho ya juzgado por la justicia indígena. Además, que posibilitaría 

especificar los precedentes de la Corte con relación al alcance de la administración de 

la justicia indígena en materia penal. Mientras que, el criterio de relevancia nacional, 

se configura con el fin de aportar al análisis de la relación entre la justicia ordinaria y 

la administración de la justicia indígena. 

 

25. En el caso de estudio, la acción de hábeas corpus fue aceptada por considerar que la 

privación de libertad era ilegal al no haberse notificado al procesado de la acción penal 

y dejarlo en indefensión, de tal manera la autoridad judicial ordenó su inmediata 

libertad. Consecuentemente, no se verifica que exista una vulneración de derechos que 

no haya sido reparada, ni se aprecia prima facie una desnaturalización de la garantía 

jurisdiccional que requiera ser corregida. No obstante, este Organismo estima 

relevante que en esta sentencia de revisión se analice la actuación de la autoridad 

judicial que resolvió el hábeas corpus en función del cargo del accionante respecto a 

estar privado de la libertad por un hecho ya juzgado por la justicia indígena, 

únicamente con efectos para casos análogos, con miras a examinar las obligaciones de 

un juez que conoce esta garantía constitucional en la que media un argumento respecto 

a la privación de libertad a causa de un proceso penal seguido por un hecho ya juzgado 

por la justicia indígena. 

                                                 
22 CCE, sentencias 159-11-JH/19, 26 de noviembre de 2019, párr. 9 y 1178-19-JP/21, 17 de noviembre de 

2021, párr. 7. En estas sentencias, la Corte señaló que, cuando se verifica uno de estos supuestos, los 

términos previstos en los números 6 y 8 del artículo 25 de la LOGJCC son inaplicables. 
23 CCE, sentencia 522-20-JP/25, 06 de febrero de 2025, párr. 47.1. 
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26. En particular, este Organismo considera importante referirse, en el caso objeto de 

revisión, al alcance de la tarea del juez que conoce una acción de hábeas corpus, 

cuando se alega la garantía del debido proceso de no ser juzgado más de una vez la 

misma causa por contar con una decisión de la justicia indígena. Sobre todo, la Corte 

encuentra que abordar el papel del juez es relevante en el escenario en el que el hábeas 

corpus puede ser una garantía eficaz cuando se presenta por una persona perteneciente 

a un pueblo o nacionalidad indígena con el alegato de ya haber sido juzgado por la 

jurisdicción indígena. 

 

27. Por lo anterior, la Corte realizará el análisis constitucional en el supuesto planteado, a 

través del siguiente problema jurídico: ¿Qué análisis le corresponde realizar al juez 

que conoce una acción de hábeas corpus presentada por una persona 

perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena, para determinar si la orden 

de prisión preventiva dispuesta en un proceso penal es ilegal, arbitraria e 

ilegítima, cuando ya existe una decisión de justicia indígena por los mismos 

hechos perseguidos por la justicia ordinaria?  

 

5. Cuestiones previas 

 

28. Este caso seleccionado permite a la Corte Constitucional abordar el problema jurídico 

respecto al papel del juez que conoce una acción de hábeas corpus presentada por una 

persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena, en el marco del pluralismo 

jurídico que es propio de un Estado plurinacional e intercultural (art. 1 CRE).24 En tal 

sentido, previo a realizar el análisis del caso, cabe referir el marco constitucional que 

resguarda el respeto al derecho propio de los pueblos o nacionalidades indígenas (art. 

57.10 CRE) y a la justicia indígena (art. 171 CRE).  

 

29. El artículo 1 de la Constitución define al Ecuador como un Estado intercultural y 

plurinacional, entre otras características que lo configuran. Estos son principios que 

reconocen la diversidad étnica y cultural que existe en el país. De tal suerte, el 

principio de interculturalidad reconoce el entramado de relaciones que tienen lugar 

entre las diversas culturas y propicia su convivencia sobre la base de la igualdad sin 

descaracterizar los elementos que configuran su identidad. En tanto que, la 

plurinacionalidad reconoce, respeta y articula las diversas formas de organización 

                                                 
24 CCE, sentencia 134-13-EP/20, 22 de julio de 2020, párr. 34. 
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social, política y jurídicas que deben coexistir, sin jerarquización, bajo un proyecto 

político común que es el Estado constitucional.25 

 

30. A decir de esta Corte, los principios constitucionales de plurinacionalidad e 

interculturalidad son esencial y estructuralmente complementarios y denotan el 

carácter dinámico de cada cultura y de su relación, en mayor o menor grado, con otras 

culturas.26 Sin embargo, esta relación o interacción no ha sido necesariamente 

igualitaria por diversas formas de discriminación y explotación estructurales que 

lamentablemente perviven.27 En particular, respecto al ejercicio del Derecho propio de 

los pueblos y nacionalidades indígenas, esta desigualdad se ha manifestado a través 

del desconocimiento, la subordinación e incluso la criminalización del ejercicio de las 

jurisdicciones indígenas.28 

 

31. En esta línea, este Organismo ha subrayado que los sistemas de Derecho propio no 

funcionan de forma aislada del Derecho estatal ordinario, sino en una constante y 

compleja interacción mutua. En tal sentido, para actuar en el marco de un Estado 

plurinacional e intercultural, la Constitución consagra un pluralismo jurídico 

igualitario, que implica una condición de “coexistencia, relación igualitaria y 

respetuosa entre diversos sistemas de derecho en el marco de los derechos 

constitucionales”,29 conforme los artículos 57 número 10 y 171 de la Carta 

Fundamental. 

 

32. Así, el artículo 57 número 10 del texto constitucional garantiza a las comunas, 

comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas el derecho colectivo a “[c]rear, 

desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio que no podrá vulnerar los derechos 

constitucionales”, en particular de las “mujeres, niñas, niños y adolescentes”. Mientras 

que, en el artículo 171, la Constitución consagra el derecho a la jurisdicción indígena 

de la siguiente manera: 

 

Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán 

funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, 

dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las mujeres. 

Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus 

conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos 

reconocidos en instrumentos internacionales.  

                                                 
25 Ibid., párr. 33. 
26 CCE, sentencia 112-14-JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 30. 
27 Ibid., párr. 33. 
28 Ibid. 
29 Ibid. 
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El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean respetadas por 

las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones estarán sujetas al control de 

constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación 

entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria. 

 

33. De esta forma, en el marco de la plurinacionalidad e interculturalidad reconocida en la 

Constitución, es un derecho constitucional de los pueblos y nacionalidades indígenas 

el ejercer sus formas propias de justicia con los límites establecidos en la Constitución 

y los derechos humanos (arts. 57.10 y 171 CRE). De ahí que, el propio texto 

constitucional establece que este derecho se garantiza por una doble vía: (i) el respeto 

a las decisiones de la jurisdicción indígena por parte de las instituciones y autoridades 

públicas; y, a la par, (ii) el diálogo intercultural entre la jurisdicción indígena y la 

jurisdicción ordinaria. 

 

5.1. Respeto a las decisiones de la jurisdicción indígena 

 

34. La Corte Constitucional ha señalado que el Estado ecuatoriano, como Estado 

intercultural y plurinacional, “reconoce, protege y garantiza la coexistencia y 

desarrollo de los sistemas normativos, usos y costumbres” de los pueblos y 

nacionalidades indígenas. En tal sentido, este Organismo ha subrayado que el 

fundamento de este reconocimiento en la Constitución “radica sobre todo en el derecho 

de los pueblos y nacionalidades indígenas a la autodeterminación” 30 en sus distintas 

manifestaciones; en este caso, respecto a su derecho propio (arts. 57.10 y 171 CRE). 

 

35. Por tal motivo, el texto constitucional y luego la normativa legal establecen 

disposiciones que efectivizan el reconocimiento de la justicia indígena en su 

relacionamiento con la justicia ordinaria. Así, el artículo 76, número 7, letra i) de la 

Constitución reconoce una garantía sustancial de respeto a las decisiones de la 

jurisdicción indígena, de la siguiente manera: 

 

Art. 76. En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 

básicas: […] 

7.El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: […] 

i. Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos 

resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto. 

(énfasis añadido). 

 

                                                 
30 CCE, sentencia 134-13-EP/20, 22 de julio de 2020, párr. 34. 
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36. Así también, el Código Orgánico de la Función Judicial (“COFJ”) desarrolla 

parámetros para las relaciones de la jurisdicción indígena con la jurisdicción ordinaria 

(art. 343 a 346 COFJ) y establece cinco principios de la “justicia intercultural” (art. 

344). De ellos, por ejemplo, los principios “non bis in ídem” y de “pro jurisdicción 

indígena” aluden directamente con el respeto a las decisiones de la jurisdicción 

indígena, bajo los siguientes términos: 

 

Art. 344.- Principios de la justicia intercultural. - La actuación y decisiones de los jueces 

y juezas, fiscales, defensores y otros servidores judiciales, policías y demás funcionarias 

y funcionarios públicos, observarán en los procesos los siguientes principios: […] 

 

c) Non bis in ídem. - Lo actuado por las autoridades de la justicia indígena no podrá 

ser juzgado ni revisado por los jueces y juezas de la Función Judicial ni por autoridad 

administrativa alguna, en ningún estado de las causas puestas a su conocimiento, sin 

perjuicio del control constitucional; 

 

d) Pro jurisdicción indígena. - En caso de duda entre la jurisdicción ordinaria y la 

jurisdicción indígena, se preferirá esta última, de tal manera que se asegure su mayor 

autonomía y la menor intervención posible; […] (énfasis añadido). 

 

37. En la misma línea, la LOGJCC establece el principio de máxima autonomía y 

mínima restricción en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales de las autoridades 

de los pueblos y nacionalidades indígenas, dentro de su ámbito territorial y conforme 

su derecho propio (art. 66.3), teniendo como límite la Constitución y el respeto a los 

derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales (art. 171 CRE). Así 

como el principio de pluralismo jurídico que significa que el Estado ecuatoriano 

“reconoce, protege y garantiza la coexistencia y desarrollo de los sistemas normativos, 

usos y costumbres de las nacionalidades, pueblos indígenas y comunidades” (art. 

66.2). 

 

38. Por lo anterior, para esta Corte, el valor del pluralismo jurídico depende de un amplio 

espacio de libertad a las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas para que, 

en ejercicio de su autonomía, resuelvan sus conflictos en el marco del respeto a los 

derechos humanos y la Constitución. De esta manera, las decisiones de orden judicial 

adoptadas en el ejercicio de dicha autonomía de los pueblos y nacionalidades 

indígenas, por mandato constitucional, deben ser respetadas por toda institución y 

autoridad pública. En específico, la garantía de no ser juzgado más de una vez por la 

misma causa en la que se debe tomar en cuenta lo ya resuelto por la jurisdicción 

indígena (art. 76.7.i CRE). 
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5.2. Diálogo intercultural 

 

39. El carácter plurinacional e intercultural que la Constitución establece para el Estado 

ecuatoriano implica que la perspectiva intercultural y dialógica no es una opción sino 

una obligación constitucional para la efectiva protección de los derechos de los pueblos 

y nacionalidades indígenas.31De tal manera, conforme al principio de interculturalidad, 

esta Corte ha señalado que: 

 

tanto las autoridades estatales como las indígenas a efectos de interpretar normas y 

comprender hechos y conductas en todo proceso jurisdiccional en que se vean 

comprometidos derechos, deben abrir un diálogo intercultural.32 

 

40. Este diálogo intercultural presupone una interpretación o entendimiento mutuo en 

condiciones de igualdad, sobre los principios, normas y procedimientos del Derecho 

ordinario y del Derecho propio de los pueblos y nacionalidades indígenas. Dicho de 

otra manera, se trata de que el diálogo intercultural opere de doble vía, es decir, que el 

derecho ordinario sea comprendido por las comunidades indígenas, como por ejemplo 

respecto a las garantías mínimas del debido proceso, o el desarrollo de los derechos 

constitucionales de las mujeres y niños, niñas y adolescentes;33 y que el derecho propio 

de los pueblos indígenas sea también considerado por las autoridades y funcionarios 

públicos en un proceso jurisdiccional.  

 

41. Al respecto, el COFJ contempla dentro de los principios de la justicia intercultural la 

“igualdad”, entendida como la obligación de toda autoridad de “tomar las medidas 

necesarias para garantizar la comprensión de las normas, procedimientos, y 

consecuencias jurídicas de lo decidido en el proceso en el que intervengan personas y 

colectividades indígenas” (art. 344.b). Además, establece el principio de 

“interpretación intercultural” en los siguientes términos: 

 

Art. 344.- Principios de la justicia intercultural. […] 

e) Interpretación intercultural.- En el caso de la comparecencia de personas o 

colectividades indígenas, al momento de su actuación y decisión judiciales, interpretarán 

interculturalmente los derechos controvertidos en el litigio. En consecuencia, se procurará 

tomar elementos culturales relacionados con las costumbres, prácticas ancestrales, 

normas, procedimientos del derecho propio de los pueblos, nacionalidades, comunas y 

                                                 
31 CCE, sentencia 112-14-JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 26. 
32 Ibid., párr. 35. 
33 La Constitución establece que el derecho de los pueblos y nacionalidades indígenas tienen derecho a 

crear, desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio que no podrá vulnerar derechos constitucionales, en 

particular de las mujeres, niñas, niños y adolescentes (artículo 57.10). 
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comunidades indígenas, con el fin de aplicar los derechos establecidos en la Constitución 

y los instrumentos internacionales.  

 

42. Por lo anterior, cuando se emprende un proceso judicial en el que se relaciona a una 

persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena, la obligación 

constitucional del funcionario público es desarrollar una interpretación intercultural a 

lo largo del proceso. Esto implica que, para la efectiva protección de los derechos de 

las nacionalidades y pueblos indígenas, “es indispensable una interpretación 

intercultural no solo de los derechos sino también de las respectivas garantías 

constitucionales".34 Así, por ejemplo, en el caso específico del hábeas corpus es 

imprescindible que “cuando esta garantía es interpuesta por personas indígenas o a 

nombre de ellas, los respectivos jueces, cortes, y defensores públicos, tomen en cuenta 

las diferencias culturales de dichas personas y sus comunidades.”35 

 

43. En concreto, en la sentencia 112-14-JH/21, este Organismo subrayó que la autoridad 

judicial que conozca la acción de hábeas corpus deberá tener en cuenta los usos y 

costumbres y derecho indígena de la cultura involucrada.36 De tal forma, para 

desarrollar este diálogo intercultural, la autoridad judicial, como intérprete en el 

proceso, debe necesariamente “considerar no sólo los derechos constitucionales 

individuales afectados, sino además los derechos colectivos de los pueblos, 

comunidades y nacionalidades”.37 Esencialmente, el diálogo intercultural debe tener 

como principal característica la igualdad que se expresa de diversas formas, entre ellas: 

 

1) es siempre de doble vía, pues no puede consistir en una imposición unilateral de un 

interlocutor sobre otro, sino en una mutua y activa escucha y aprendizaje. 

2) debe ser respetuoso de la autonomía indígena, esto es de su facultad para 

autogobernarse y generar sus propias normas, procedimientos y jurisdicción, acorde a la 

respectiva cultura. Por tanto, un momento decisivo en este proceso es la determinación 

de si procede o no la declinación de competencia. 

3) debe ser no solamente respetuoso sino además sensible a las diferencias 

culturales, a efectos de que estas coexistan y se desarrollen en el marco de una 

interpretación intercultural de los derechos humanos, conforme a la Constitución y a los 

correspondientes instrumentos internacionales. 

4) debe contribuir a una adecuada coordinación entre los sistemas de derecho 

propios de los pueblos indígenas y el derecho estatal, propiciando su relación en 

condiciones de igualdad. La interpretación intercultural no debe reducirse a tomar en 

cuenta unilateralmente, y a veces solo de forma nominal, algún elemento cultural aislado, 

para contradictoriamente subordinar a las justicias indígenas respecto a la justicia 

ordinaria. A mayor conservación de usos y costumbres de las comunidades, pueblos, y 

                                                 
34 Ibid., párr. 25. 
35 Ibid., párr. 35. 
36 Ibid., párr. 82. 
37 Ibid., párr. 36. 



 
 

 

Sentencia 384-20-JH/25 

(Hábeas corpus y la garantía de no ser juzgado 

más de una vez, en casos de jursidicción indígena) 

Juez ponente: Richard Ortiz Ortiz 

 

 

 15 

 

        Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel. (593-2) 394-1800 
www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 

            email: comunicacion@cce.gob.ec 

nacionalidades indígenas, mayor autonomía en el ejercicio del derecho a crear, 

desarrollar, aplicar y practicar su propio Derecho. 

5) debe estar abierto a gestar medidas innovadoras, propias de la relación entre 

diversos sistemas jurídicos. La interpretación y argumentación jurídica en contextos del 

pluralismo jurídico igualitario da lugar a adaptaciones y cambios en las instituciones 

originales de los sistemas en relación, así como al surgimiento de híbridos jurídicos. 

Ejemplos de ello son nociones interculturales de debido proceso, sanción, víctima, 

propiedad o, como en el presente caso, de privación de libertad e integridad personal 

(énfasis original). 

 

44. En suma, el diálogo intercultural conduce a un ejercicio de comprensión de la otra 

cultura desde una perspectiva de igualdad, mediante el uso de mecanismos que 

posibilitan el entendimiento y pueden dar lugar a adaptaciones interculturales de 

nociones del debido proceso en una garantía como el hábeas corpus. De esta forma, el 

hábeas corpus presentado por una persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad 

indígena presupone que la autoridad judicial que conozca esta garantía constitucional 

realice una interpretación intercultural en el proceso. En concreto, respecto a la 

garantía de no ser juzgado más de una vez por la misma causa (art. 76.7.i CRE), el 

juzgador debe aplicar esta garantía desde un enfoque intercultural y conservar su 

eficacia constitucional.  

 

45. Ahora bien, una vez expuesto el contexto constitucional y legal desde la 

interculturalidad y plurinacionalidad sobre el derecho de los pueblos y nacionalidades 

indígenas a practicar su derecho propio y el respeto a la justicia indígena, así como el 

desarrollo jurisprudencial del diálogo intercultural, se abordará el problema jurídico 

planteado desde tal contenido. 

 

6. Resolución del problema jurídico 

 

6.1. ¿Qué análisis le corresponde realizar al juez que conoce una acción de hábeas 

corpus presentada por una persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad 

indígena, para determinar si la orden de prisión preventiva dispuesta en un 

proceso penal es ilegal, arbitraria e ilegítima, cuando ya existe una decisión 

de justicia indígena por los mismos hechos perseguidos por la justicia 

ordinaria? 

 

46. La Constitución en su artículo 89 establece que la acción de hábeas corpus tiene por 

objeto recuperar la libertad de quien se encuentre privado de ella de forma ilegal, 

arbitraria o ilegítima, por orden de autoridad pública o de cualquier persona, así como 

proteger la vida y la integridad física de las personas privadas de libertad. En igual 
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sentido, la LOGJCC en su artículo 43 contempla que el objeto de esta garantía 

jurisdiccional es “proteger la libertad, la vida, la integridad física y otros derechos 

conexos de la persona privada o restringida de libertad, por autoridad pública o por 

cualquier persona”. 

 

47. Al respecto, la Corte ha considerado que el hábeas corpus procede cuando una persona 

está privada de su libertad de forma ilegal, arbitraria o ilegítima.38 En esta 

circunstancia, el hábeas corpus busca proteger el derecho a la libertad con la finalidad 

de recuperarla, lo que implica que el juez que conoce esta garantía debe analizar si la 

privación de libertad es ilegal, arbitraria o ilegítima.  

 

48. La jurisprudencia constitucional ha determinado que la privación de libertad es ilegal 

cuando la detención no se realiza en cumplimiento del “procedimiento definido por la 

ley”, o en observancia de las “circunstancias expresamente tipificadas en la ley”, o de 

los “límites temporales fijados por la legislación”.39 Al igual, la privación de libertad 

es arbitraria cuando se utilizan “causas y métodos que puedan reputarse como 

incompatibles con el respeto a los derechos humanos del individuo, aunque se hayan 

realizado en cumplimiento de las normas legales”.40 Lo que implica que el análisis de 

arbitrariedad de la privación de libertad presupone un estudio individual del caso. 

Finalmente, una privación de libertad es ilegítima cuando la detención es “ordenada o 

ejecutada por quien no tiene potestad o competencia para ello”,41 por ende, una 

privación ilegítima es automáticamente ilegal y arbitraria.  

 

49. En tal contexto, este Organismo ha subrayado que el juez que conoce la acción de 

hábeas corpus debe realizar un estudio acorde al objeto y naturaleza de esta garantía 

constitucional, sin superponer o reemplazar el examen que corresponde al proceso 

penal.42 Por ende, al momento de dictar sentencia de acción de hábeas corpus, el juez 

debe realizar un análisis integral de la legalidad, legitimidad y no arbitrariedad de 

la detención, y  responder a las pretensiones relevantes del accionante referentes al 

                                                 
38 CCE, sentencia 202-19-JH/21, 24 de febrero de 2021, párr. 85. En similares términos. CCE, sentencia 

748-20-EP/24, 2 de mayo de 2024, párr. 27 y sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 45. 
39 CCE, sentencia 207-11-JH/20, 22 de julio de 2020, párr. 83; y, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 

2025, párr. 46. 
40 Ibid. 
41 CCE, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 47. 
42 Ibid., párr.50: “La Corte recuerda que el objeto principal del hábeas corpus se relaciona con el derecho a 

la libertad e integridad de una persona privada de la libertad de forma ilegal, arbitraria e ilegítima, así como 

también al derecho a la salud y otros derechos conexos ligados a la privación de la libertad. Por otro lado, 

el proceso penal tiene por finalidad “[…] verificar el cometimiento de una infracción, determinar la 

responsabilidad de quién la haya cometido, y rehabilitar integralmente al responsable de dicha lesión […]”. 
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objeto y naturaleza de la acción constitucional.43 Es decir, el juez no puede limitarse a 

verificar la existencia de un proceso penal, de una medida cautelar de prisión 

preventiva o de una boleta de encarcelamiento.44 Por el contrario, debe analizar la 

totalidad de la detención, las condiciones actuales en las cuales se encuentra la persona 

privada de libertad y el contexto de la persona si pertenece también a otro grupo de 

atención prioritaria, en función de los hechos y las alegaciones planteadas por el 

accionante. 45 

 

50. En específico, cuando el contexto de la persona sobre la que versa el hábeas corpus 

involucra su pertenencia a un pueblo o nacionalidad indígena, como ya se señaló, la 

Corte ha determinado que el juez que conoce la garantía constitucional debe aplicar el 

principio de interculturalidad establecido en los artículos 1 de la Constitución y 66 

número 1 de la LOGJCC, así como en el artículo 344 letra e) del COFJ y, de forma 

complementaria, los criterios respecto al diálogo intercultural establecidos en la 

jurisprudencia constitucional detallados en la cuestión previa. En este sentido, los 

funcionarios judiciales tienen el deber de respetar por mandato constitucional la 

jurisdicción de las autoridades indígenas en la solución de conflictos internos (art. 171 

CRE);46 así como considerar aspectos propios de la comprensión intercultural.47 

 

51. Ahora bien, los posibles conflictos que se presenten entre la justicia indígena y la 

justicia penal ordinaria, deben resolverse mediante los mecanismos ordinarios. Es 

decir, si una persona perteneciente a una comunidad o nacionalidad indígena ya ha 

sido juzgada por sus autoridades, lo que cabe es presentar un pedido de declinación de 

competencias ante la justicia ordinaria (art. 345 COFJ). Sin embargo, en el caso en 

revisión, la privación de libertad se ordenó contra una persona que pertenecía a una 

comunidad indígena; que ya fue juzgada por las autoridades indígenas de su 

comunidad; que no fue notificada de ninguna etapa del proceso penal ordinario; y, que 

                                                 
43 CCE, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 48; sentencia 2533-16-EP/21, 28 de julio de 

2021, párr. 52; sentencia 207-11-JH/20 de 22 de julio de 2020, párr. 32. 
44 CCE, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 51; sentencia 658-17-EP/23, 9 de febrero de 

2023, párr. 25.   
45 CCE, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 49.- “El análisis integral respecto de la 

legalidad, legitimidad y no arbitrariedad de la detención originada en una orden de prisión preventiva puede 

incluir, en función de los hechos y las alegaciones planteadas por las o los accionantes, un examen acerca 

de la observancia del procedimiento determinado en la ley penal, así como también su justificación. No 

obstante, su estudio no debe presuponer ningún tipo de impugnación, revisión o corrección de la orden de 

prisión preventiva adoptada dentro del proceso penal de origen”. 
46 CRE, artículo 171.- “[…] El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean 

respetadas por las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones estarán sujetas al control de 

constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación entre la jurisdicción 

indígena y la jurisdicción ordinaria”. 
47CCE, sentencia 112-14-JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 37. 
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no tuvo la oportunidad de propiciar la declinación de competencia por las autoridades 

de su comunidad. Estas características hacen que la privación de libertad tenga 

relevancia constitucional al trastocar garantías constitucionales protegidas por la 

acción de habeas corpus, en relación con el ejercicio al derecho propio y el mandato 

constitucional de respeto a las decisiones de justicia indígena (arts. 57.10 y 171 CRE). 

En consecuencia, es procedente el análisis de este caso a través de la acción de habeas 

corpus. 

 

52. Lo anterior permite considerar que, a la luz del caso in examine, el examen del hábeas 

corpus presentado por Marcelo Germán Pay Pay demandaba del juez un análisis 

constitucional de la legalidad, arbitrariedad e ilegitimidad de la privación de libertad, 

considerando la comprensión intercultural y el respeto a la jurisdicción indígena, dado 

el contexto particular del accionante. Efectivamente, en su acción de hábeas corpus, 

Marcelo Germán Pay Pay expresó pertenecer a la comunidad San Marcos de la 

nacionalidad Awá48 y alegó estar privado de su libertad en un proceso penal que 

desconocía y que era seguido en su contra por el mismo hecho -lesión causada a Luis 

Alberto Pay Taicuz el 19 de agosto de 2016- por el cual sus autoridades 

jurisdiccionales indígenas ya le juzgaron y le impusieron el castigo de 10 latigazos.49 

 

53. Ahora bien, este Organismo advierte que el juez que conoció la garantía constitucional 

aceptó el hábeas corpus y dispuso la inmediata libertad del accionante al considerar 

solamente que la privación de libertad era ilegal por la falta de notificación del 

proceso penal. Sin embargo, esta Corte observa que la autoridad judicial consideró 

superficialmente el contexto del accionante respecto a su pertenencia a la comunidad 

indígena Awá y el hecho de que ya había sido juzgado por su comunidad por el mismo 

motivo por el cual fue detenido. Es decir, el juez no abordó el análisis constitucional 

desde una comprensión o diálogo intercultural (arts. 1 CRE, 66.1 LOGJCC y 344.e 

COFJ) y de respeto a la jurisdicción indígena (arts. 57.10 y 171 CRE). Por tal motivo, 

la Corte se referirá al análisis integral de la legalidad, legitimidad y no arbitrariedad 

de la detención que correspondía realizar en el caso, en el contexto del accionante 

como miembro de una comunidad indígena, desde un enfoque intercultural y tomando 

en cuenta el valor constitucional de la justicia indígena.  

 

                                                 
48 La nacionalidad Awá se encuentra estructurada en 19 comunidades, entre ellas la comunidad San Marcos, 

ubicadas en las provincias del Carchi, Imbabura y Esmeraldas. Según el censo realizado en el 2002 la 

población es de 3500 habitantes. Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador. 

https://conaie.org. 
49 Ver secciones 2.1 y 2.2. 
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54. Por lo dicho, esta sentencia analizará el papel que corresponde asumir al juez de hábeas 

corpus para revisar de manera integral la privación de libertad a raíz de la medida 

cautelar de prisión preventiva dispuesta en un proceso penal cuando ya existe una 

decisión de justicia indígena por los mismos hechos perseguidos por la justicia 

ordinaria. En tal sentido, la Corte se referirá al examen de legalidad de la privación de 

libertad del accionante y, a continuación, se hará referencia al examen sobre la 

arbitrariedad de la detención, en el contexto del caso en revisión. La Corte se referirá 

de manera transversal a la figura de la ilegitimidad de la privación de la libertad, por 

estar implícitamente incluida en las figuras anteriores.50  

 

6.1.1. Sobre la legalidad de la orden de prisión preventiva  

 

55. La jurisprudencia de esta Corte ha subrayado que la privación de la libertad puede ser 

ejecutada en contravención de la ley tanto en el aspecto material, es decir fuera de las 

causas, casos o circunstancias tipificadas en la norma y límites temporales previstos 

en la ley penal; así como en el aspecto formal, que presupone la inobservancia del 

procedimiento definido en la ley. Además, este Organismo ha referido que en procesos 

penales que involucren a personas indígenas, las autoridades de la justicia penal 

ordinaria “están obligadas a aplicar las normas procedimentales […] con observancia 

del principio de interculturalidad y plurinacionalidad”.51 En la causa in examine, este 

Organismo observa que, al conocer el hábeas corpus, el juez sí abordó la legalidad de 

la detención en ambos aspectos: material y formal. 

 

56. En el aspecto material, del expediente, la Corte anota las siguientes actuaciones del 

juez al tramitar el hábeas corpus: 

 

56.1. El juez verificó la existencia de una orden de prisión preventiva dictada el 4 de 

diciembre de 2018 por la Unidad Judicial. 

 

56.2. El juez verificó que se seguía un proceso penal contra el accionante por el “delito 

de lesiones, establecido en el Art. 152 num. 4 del COIP”.52 

 

                                                 
50 Sobre la privación de la libertad ilegítima, en las sentencias 207-11-JH/20, párr. 43 y 112-14-JH/21, párr. 

127, esta Corte sostuvo que dicha definición, “no provee un criterio distinto que la diferencie de las otras 

dos figuras (ilegalidad y arbitrariedad), por cuanto una privación de libertad ordenada por quien no tiene 

competencia para ello será automáticamente ilegal y arbitraria”.  
51 CCE, sentencia 112-14-JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 83. 
52 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, foja 22 vuelta. 
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56.3. El juez consideró el argumento expuesto en el hábeas corpus de que el accionante 

ya habría sido juzgado por autoridad indígena por el mismo delito, pero concluyó 

que no procedía tal alegato por ser la justicia ordinaria competente para aplicar 

la ley penal en su caso. El juez razonó que “el tipo penal por el cual se ha iniciado 

el proceso penal, es de aquellos considerados en los delitos contra la 

inviolabilidad de la vida, conforme al Código Orgánico Integral Penal”.53 De tal 

manera, interpretó que conforme a la jurisprudencia constitucional,54 la 

competencia para conocer y resolver los casos que atenten contra la vida de toda 

persona es “facultad exclusiva y excluyente del sistema de Derecho Penal 

Ordinario”55 aun cuando el procesado pertenezca a una comunidad indígena. 

 

57. Por otro lado, en el aspecto formal, este Organismo observa los siguientes 

razonamientos de la autoridad judicial: 

 

57.1. El juez consideró el argumento del hábeas corpus en relación a que el accionante 

no habría tenido conocimiento de un proceso penal en su contra. Sobre esto, 

subrayó que la norma penal determina que se debe notificar de la instrucción 

fiscal a los sujetos procesales y agotar todos los medios necesarios para 

identificar el domicilio del investigado.56  

 

57.2. El juez constató que el accionante no había sido notificado de la instrucción 

fiscal aun cuando del expediente del proceso penal se tenía conocimiento de su 

domicilio en la comunidad indígena de San Marcos.  

 

57.3. El juez concluyó que la falta de notificación dejó en indefensión al accionante y 

resultó lesivo a los derechos al debido proceso y a la defensa. De tal manera, la 

autoridad judicial expresó: 

 

más allá de que se le haya asignado un defensor público de oficio, no se evidencia 

que haya ejercido en forma efectiva su derecho a la defensa (limitado a solicitar 

como prueba su testimonio) violentándose las reglas contenidas en el Art. 594 del 

COIP; pues es indispensable que conozca de este proceso y ejerza su defensa, por 

tanto su detención se tornó en ilegal (énfasis añadido).57  

 

                                                 
53 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, foja 24 vuelta. 
54 Sentencia 113-14-SEP-CC de 30 de julio de 2014, caso 0731-10-EP (La Cocha). 
55 Ibid. 
56 COIP, artículo 594, números 2 y 3. 
57 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, foja 26. 
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58. De lo expuesto, esta Corte observa que, al considerar la legalidad de la privación de 

libertad, el juez de hábeas corpus redujo su análisis a dos conclusiones. La primera, 

que, por el tipo penal (“delito contra la inviolabilidad de la vida”) seguido en el proceso 

contra el accionante, la justicia ordinaria era competente aun cuando él ya haya sido 

procesado por la justicia indígena. Y, la segunda, que, en observancia del 

procedimiento de la norma penal, la detención se convirtió en ilegal exclusivamente 

por dejar en indefensión al accionante, al no haberse respetado las reglas procesales 

para notificarle del proceso penal.  

 

59. Sobre la primera conclusión del juez, este Organismo observa que la autoridad judicial 

consideró erróneamente el tipo penal seguido contra el accionante para justificar su 

razonamiento sobre la competencia exclusiva de la justicia ordinaria en esta causa. Es 

decir, el juez razonó que el delito seguido en el proceso penal era un “delito contra la 

inviolabilidad de la vida”, pese a que, en la misma sentencia, el juez aludió a que de 

los recaudos procesales se perseguía al accionante como autor del delito de lesiones 

tipificado en el artículo 152 número 4 del COIP; además de que, en ningún momento 

del proceso penal, se hacía referencia a que este proceso devenía de un delito contra la 

vida.  

 

60.  En efecto, la Corte constata que el juez de hábeas corpus examinó la medida de prisión 

preventiva dictada en el proceso penal 04281-2018-01607 y determinó que “se puede 

colegir haberse iniciado una instrucción fiscal por el delito de lesiones, establecido en 

el Art. 152 num.4 del COIP”.58 Sin embargo, más adelante y dentro del mismo 

razonamiento, el juez hizo una calificación imprecisa respecto a que el delito 

perseguido es uno de los delitos contra la inviolabilidad de la vida, por lo que al ser la 

justicia ordinaria la competente “en este tipo de casos”, no era procedente el argumento 

del accionante.59 

 

61. De lo anterior, se verifica que, para atender el argumento del accionante respecto a que 

ya había sido juzgado por la justicia indígena, el juez de hábeas corpus incurrió en 

un error al calificar el tipo penal seguido en el proceso de justicia ordinaria y, en 

consecuencia, inmiscuyó en su análisis una cuestión propia de la jurisdicción penal. 

Así, el delito perseguido en el proceso penal contra el accionante era el delito de 

lesiones tipificado en el artículo 152 número 4 del COIP referente a los delitos contra 

la integridad personal, contenidos en la sección segunda del capítulo segundo, título 

                                                 
58 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, foja 22 vuelta. 
59 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, foja 24 vuelta. 
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primero de la norma penal. Sin embargo, el juez de hábeas corpus consideró 

equivocadamente el tipo de delito y afirmó que se trataba de un “delito contra la 

inviolabilidad de la vida”, que están contenidos en la sección primera del mismo 

capítulo y libro del COIP. Por ello, el juez penal confundió el bien jurídico protegido 

pues en el delito de lesiones conforme la norma penal se protege la integridad personal 

y no la vida. Este cambio en la tipificación del delito, además de ser errado, no le 

correspondía realizar a un juez que conoce esta garantía constitucional.  

 

62. De lo examinado, esta Corte subraya que, cuando la acción de hábeas corpus se 

presenta con el argumento de ya haber sido juzgado por la jurisdicción indígena, le 

corresponde al juez aplicar el principio de interculturalidad (arts. 1 CRE; 66.1 

LOGJCC y 344.e COFJ), el mandato constitucional de respeto a la jurisdicción 

indígena (arts. 57.10 y 171 CRE) y otros aspectos que se desprendan de la comprensión 

intercultural conforme se señaló en el párrafo 43 supra. De esta manera, la 

interpretación intercultural que le corresponde realizar al juez constitucional no se 

circunscribe a la verificación respecto a si el tipo penal puede ser conocido por la 

justicia indígena, como ocurrió en este caso; por el contrario, el juez debe considerar 

el contexto intercultural de la persona procesada en la comprensión del caso, la 

legitimidad de la autoridad jurisdiccional y la aplicación de las reglas del proceso 

penal. Así, por ejemplo, entre estos aspectos del diálogo intercultural, se tiene la mutua 

y activa escucha hacia el otro, de manera que no se reduzca meramente su contexto 

cultural a una consideración formal, para contradictoriamente subordinar a la justicia 

indígena en un proceso de justicia ordinaria. 

 

63. En este sentido, al conocer el hábeas corpus, el juez debía analizar la existencia de 

vicios del procedimiento penal determinado en la legislación respecto a la privación 

de libertad, la totalidad de la detención y, en función de la alegación planteada por el 

accionante, así como del análisis integral de la detención, y considerar su contexto 

como persona perteneciente a una nacionalidad indígena. De tal manera, el juez podía, 

por ejemplo, revisar si en el proceso penal: se consideró al imputado como 

perteneciente a una comunidad indígena; se tomó en cuenta una decisión previa de la 

justicia indígena; existió alguna solicitud de declinación de competencia de autoridad 

indígena; se brindó un espacio de participación a las autoridades de la comunidad 

indígena; entre otros aspectos. 

 

64. En el caso en revisión, el juez se limitó a señalar en su sentencia que el accionante 

pertenecía a la comunidad Awá y que, en su acción de hábeas corpus, adjuntó la 

decisión de justicia indígena de 4 de noviembre de 2018 en la que fue sancionado. En 

tal sentido, pese a que uno de los argumentos del hábeas corpus fue que el accionante 
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desconocía del proceso penal seguido por un motivo por el que ya había sido juzgado 

en su comunidad indígena, la sentencia no presentó ningún análisis para verificar si la 

detención se tornó en ilegal dado este especial contexto. Por el contrario, el juez se 

ciñó a verificar que la detención se convirtió en ilegal por dejar en indefensión al 

accionante al no haberse respetado las reglas procesales para notificarle del proceso 

penal en su contra.  

 

65.  De tal manera, sobre la segunda conclusión del juez, esta Corte encuentra que la 

autoridad judicial estaba obligada, por un lado, a realizar un control de lo actuado 

respecto a la orden de privación de libertad60 y, por otro lado, a aplicar el principio de 

interculturalidad (art. 344.e COFJ).61 Por ello, cuando el juez determinó que no se 

respetaron las reglas procesales para notificar al accionante y aun cuando tal omisión 

era susceptible de ser subsanada en el proceso ordinario,62 no debía limitarse a motivar 

que no se notificó al accionante pese a que se conocía su domicilio; sino que también 

debía analizar que el lugar identificado en el proceso penal como domicilio del 

accionante y en el que sucedieron los hechos perseguidos era la “comunidad de San 

Marcos” considerada una comunidad indígena, por lo que tal circunstancia influía en 

su valoración sobre la legalidad de la detención al haber alegado el accionante ser 

miembro de dicha comunidad indígena. Por tal omisión, el juez no llegó a determinar 

que la falta de notificación del proceso penal, seguido contra el accionante como 

persona indígena perteneciente a la comunidad de San Marcos, devino en que su 

detención sea también ilegal porque no se le permitió impugnar oportunamente en el 

proceso penal la competencia de la justicia ordinaria (arts. 57.10 y 171 CRE), ni a sus 

autoridades indígenas solicitar la declinación de competencia conforme la ley (art. 345 

COFJ). 

 

66. De lo anterior, esta Magistratura subraya que el contexto del accionante requería en el 

caso concreto de una adecuada coordinación y diálogo entre la justicia ordinaria y las 

autoridades indígenas Awá. Esto implicaba que dichas autoridades sean escuchadas en 

condiciones de igualdad con las autoridades de justicia ordinaria y según los 

                                                 
60 CCE, sentencia 112-14-JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 126. 
61 Ver párrafo 41 supra. 
62CCE, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 90: “Sin embargo, en principio, no toda 

alegación respecto a alguna ilegalidad del proceso penal habilita la procedencia de la acción de hábeas 

corpus. Por regla general, las posibles contravenciones legales que ocurren durante la tramitación del 

proceso penal afectan la validez del procedimiento penal, pero no enervan ni afectan la legalidad de la orden 

de prisión preventiva. La ilegalidad de la orden de prisión de libertad no tiene conexión directa o indirecta 

con posibles vulneraciones de las normas de trámite, mismas que, por esencia, cuestionan la validez del 

procedimiento penal. Es decir, la existencia de posibles actuaciones que conlleven una posible nulidad de 

alguna etapa o actuación del procedimiento penal, en principio, no afectan la legalidad de la orden de prisión 

preventiva y deben ser resueltas por la justicia penal ordinaria.” 
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parámetros desarrollados para el diálogo intercultural expuestos en el párrafo 43 supra. 

Así, de haber propiciado el juez penal este diálogo desde el respeto a la autonomía 

indígena, en relación con el proceso penal seguido contra el accionante, la autoridad 

judicial habría valorado con otro enfoque las normas procesales penales para dictar las 

medidas cautelares del caso. Particularmente, sobre la prisión preventiva, la Corte ha 

determinado que en el caso de personas pertenecientes a pueblos o nacionalidades 

indígenas el mandato de excepcionalidad de la prisión preventiva debe ser observado 

de manera más estricta y siempre aplicando el principio de interculturalidad.63  

 

67. En la misma línea, conforme se mencionó en el párrafo 13.2 supra, este Organismo 

anota que en la audiencia de hábeas corpus, el juez penal refirió que desconocía de la 

pertenencia del accionante a una comunidad indígena y que en su caso ya se había 

aplicado la justicia indígena. No obstante, en la sentencia de hábeas corpus no se 

verifica ningún razonamiento sobre lo afirmado por el juez penal en relación con el 

análisis de la legalidad de la privación de libertad. Así, por ejemplo, el juez de hábeas 

corpus no abordó si tal desconocimiento por parte del juez penal sobre el contexto 

particular del accionante como persona perteneciente a una nacionalidad indígena 

implicó la inobservancia de alguna garantía constitucional del debido proceso al 

momento de la privación de su libertad, como el informarle de la detención en su 

lengua propia64 y en lenguaje sencillo (art. 77.7.a CRE).65 

 

68. De lo advertido, esta Corte resalta que es obligación del juez que conoce el hábeas 

corpus presentado por una persona perteneciente a una comunidad indígena, “tomar 

en cuenta la pertenencia de la persona procesada a una comunidad, pueblo o 

nacionalidad indígena”,66 así como verificar si el “juez de la causa penal comprendió 

la cultura, las costumbres y el derecho indígena, y desde dicha comprensión adoptó las 

medidas objeto de hábeas corpus”.67 Sin embargo, en la causa in examine este 

Organismo concluye que el juez de hábeas corpus ignoró el contexto del accionante 

como miembro de una comunidad indígena, para analizar la legalidad de su detención 

                                                 
63 La Corte ha determinado, por ejemplo, que previo a dictar la prisión preventiva en estos casos de abrir 

un diálogo intercultural con las autoridades indígenas, analizar las medidas alternativas a la prisión 

preventiva conjuntamente con las autoridades indígenas y justificar con mayor carga argumentativa su 

decisión de dictar prisión preventiva, teniendo en cuenta la pertinencia del procesado a la comunidad 

indígena. CCE, sentencia 112-14-JH/21, 21 de julio de 2021, pár. 159 y 161. 
64 El idioma de la nacionalidad indígena Awá es el Awápit. Confederación de Nacionalidades Indígenas del 

Ecuador. https://conaie.org. 
65 CCE, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 128. La Corte Constitucional determinó que la 

acción de hábeas corpus es procedente ante la privación de la libertad en un proceso que transgredió la regla 

de garantía del proceso penal contemplada en el artículo 77.7.a) de la Constitución. 
66 CCE, sentencia 112-14-JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 254 número 12. 
67 Ibid., párr. 254 número 9. 
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ordenada en un proceso penal que desconocía. Por ende, en la decisión de hábeas 

corpus no existe ninguna valoración o razonamiento respecto a si los fiscales, 

defensores, juez penal y otros servidores judiciales, policías u otros funcionarios 

públicos, observaron los principios de igualdad e interpretación intercultural para 

actuar con relación a la detención del accionante, conforme lo obliga la ley (art. 344.b.e 

COFJ); en particular respecto a si tomaron en cuenta, al momento de actuar y resolver 

la detención del accionante, su pertenencia a la comunidad indígena Awá y que él ya 

había sido juzgado y sancionado por los mismos hechos en su comunidad. 

 

69. En síntesis, el análisis de legalidad de la privación de libertad de una persona 

perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena demandaba del juez de hábeas 

corpus un análisis con enfoque intercultural sobre los aspectos material y formal de la 

detención. De tal manera, la Corte encuentra que, en el caso de estudio, la alegada falta 

de notificación del proceso penal no respondía solamente a una omisión procesal. 

Como ya se señaló previamente, en el contexto del accionante como persona indígena 

a la que su comunidad ya le había juzgado, tal omisión en la notificación sobre el 

proceso penal conllevó a otras restricciones que incidían directamente en el ejercicio 

de sus derechos como persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena y al 

mandato constitucional de respeto a la justicia indígena. 

 

6.1.2. Sobre la arbitrariedad de la orden de prisión preventiva 

 

70. Esta Corte Constitucional ha subrayado que la privación arbitraria de la libertad es un 

concepto más amplio que incluye la vulneración a estándares convencionales en 

relación con la libertad, por lo que “presupone un estudio individual del caso”.68 Así 

pues, como se refirió en el párrafo 48 supra, la arbitrariedad puede configurarse aun 

cuando la privación de libertad se ha realizado en cumplimiento de normas legales, 

pero se han utilizado “causas y métodos” que puedan reputarse como incompatibles 

con el respeto a los derechos humanos del detenido. De esta forma, este Organismo ha 

mencionado que “un criterio relevante para verificar si se cumple el supuesto es 

analizar si la privación de la libertad es fruto de una grave vulneración de los 

derechos y garantías relativas a un juicio imparcial y al debido proceso”.69  

 

71. En la causa in examine, este Organismo observa que el juez que conoció el hábeas 

corpus no realizó un examen sobre la arbitrariedad de la detención. Lo anterior pese a 

                                                 
68 CCE, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 47. 
69 CCE, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 47 y sentencia 207-11-JH/20, 22 de julio de 

2020, párr. 83.3. 
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que en la garantía constitucional el accionante alegó esencialmente que la privación de 

su libertad, ordenada en un proceso penal que desconocía, transgredió su derecho al 

debido proceso en la garantía de no ser juzgado dos veces por la misma causa (art. 

76.7.i CRE) y al respeto al reconocimiento de la justicia indígena (art. 171 CRE).70  

 

72. En esta causa, el accionante adjuntó al hábeas corpus la resolución de 4 de noviembre 

de 2018 de la autoridad jurisdiccional de la comunidad indígena Awá de San Marcos, 

la firma de los asistentes a la asamblea en que se adoptó tal resolución, así como la 

certificación emitida por la autoridad indígena de pertenecer a la comunidad San 

Marcos.71 En este contexto, ante el argumento del accionante de estar detenido por un 

proceso penal que desconocía “a pesar de ya haber sido juzgado por la comunidad 

AWÁ a la que pertenece”,72correspondía al juez de hábeas corpus realizar un estudio 

individual del caso. Es decir, al conocer el hábeas corpus presentado por una persona 

perteneciente a una nacionalidad indígena que alega ya haber sido juzgada por su 

comunidad, el juez debía analizar si la privación a su libertad era producto de una grave 

vulneración a esta garantía del debido proceso (art. 76.7.i CRE) en observancia del 

mandato constitucional de respeto a la jurisdicción indígena y desde el diálogo 

intercultural. 

 

73. Como se señaló en la sección de cuestión previa, en razón del carácter plurinacional e 

intercultural del Estado ecuatoriano, la perspectiva intercultural y dialógica es una 

obligación constitucional para la efectiva protección de los derechos de los pueblos y 

nacionalidades indígenas. De esta forma, el diálogo intercultural demanda un 

entendimiento mutuo en condiciones de igualdad sobre los principios, normas y 

procedimientos entre el Derecho ordinario y el Derecho propio de los pueblos 

indígenas. Lo anterior obliga a los operadores judiciales y autoridades a “tomar 

elementos culturales” del Derecho propio con el fin de aplicar los derechos 

establecidos en la Constitución; es decir, el deber de realizar una interpretación 

intercultural (art. 344.e COFJ) cuando en el proceso ordinario comparecen personas 

o colectividades indígenas. 

 

74. Inclusive, como ya lo ha resaltado esta Corte, la interpretación jurídica en contextos 

de pluralismo jurídico da lugar a medidas innovadoras, adaptaciones e “híbridos 

                                                 
70 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, foja 13 vuelta. 
71 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, fojas 2 a 8. 
72 SATJE, proceso 04281-2018-01607, Unidad Judicial Penal con sede en el cantón Tulcán, provincia del 

Carchi. 
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jurídicos”73 como resultado del diálogo intercultural. Ejemplo de ello es la noción 

intercultural del derecho al debido proceso y de sus garantías determinadas en el 

artículo 76 de la Constitución.74 Al respecto, la jurisprudencia de este Organismo ha 

referido que a la hora de determinar si el derecho al debido proceso ha sido vulnerado, 

cabe considerar que, en algunos casos, las reglas de las garantías de este derecho 

“podrían ser, en mayor o menor medida, incompatibles con las peculiaridades 

procedimentales propias de la cultura indígena”.75 Por tanto, el carácter intercultural 

del derecho al debido proceso es lo determinante para verificar o no su vulneración, 

“antes que si se ha transgredido o no formalmente alguna de las garantías de aquel 

derecho”,76 en un caso concreto. 

 

75. Ahora bien, en este escenario y en función del caso de estudio, correspondía al juez de 

hábeas corpus atender el argumento principal del accionante y, en consecuencia, 

valorar si la privación de libertad resultaba arbitraria porque se habría transgredido su 

derecho al debido proceso en la garantía de no ser juzgado más de una vez por la 

misma causa (art. 76.7.i CRE), en conjunto con todas las condiciones sobre su 

detención. Especialmente considerando que, al momento de la detención, había un 

contexto de COVID-19, el accionante ya habría sido juzgado por sus autoridades 

indígenas, incluso se había acompañado a su acción de hábeas corpus la resolución de 

justicia indígena por el mismo hecho perseguido en la justicia ordinaria. De tal manera, 

el juez debía considerar el carácter intercultural de la garantía de no ser juzgado más 

de una vez por la misma causa en el particular contexto del accionante como persona 

perteneciente a la nacionalidad indígena Awá de la comunidad de San Marcos, a quien 

se le habría dictado orden de prisión preventiva en un proceso penal que desconocía y 

seguido por un delito por el cual ya había sido sancionado por las autoridades judiciales 

indígenas. 

 

76.  De esta forma, en primer lugar, cabe señalar que el texto constitucional en su artículo 

76 establece las garantías básicas para asegurar el debido proceso en todo 

procedimiento en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier persona. 

En particular, en un procedimiento penal, el debido proceso reviste de especial 

protección en tanto se pone en juego diversos derechos fundamentales de la persona, 

esencialmente su derecho a la libertad.77 Así, el número 7 letra i) del citado artículo 

constitucional determina que es una de las garantías del debido proceso el que: 

                                                 
73 Ver sección 5.2. 
74 CCE, sentencia 1-11-EI/22, 19 de enero de 2022. 
75 Ibid. 
76 Ibid. 
77 CCE, sentencia 360-19-JH/25, 23 de enero de 2025, párr. 126. 
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Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos 

resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto 
(énfasis añadido). 

 

77. En este sentido, la garantía del debido proceso de no ser juzgado más de una vez por 

la misma causa y materia (art. 76.7.i CRE) equivale a la expresión máxima de la 

firmeza de las resoluciones judiciales, con la que se garantiza que un mismo asunto no 

obtenga más de una respuesta por parte de diferentes autoridades jurisdiccionales, en 

procesos que tengan identidad.78 Para ello, la Constitución expresamente establece 

que, en respeto de esta garantía, se deben considerar las resoluciones de la jurisdicción 

indígena. Lo anterior guarda sentido porque, como se señaló previamente, la garantía 

de no ser juzgado más de una vez por la misma causa tutela el derecho constitucional 

de los pueblos y nacionalidades indígenas a ejercer sus formas propias de justicia (art. 

57.10 CRE) y el mandato constitucional de respeto a las decisiones de la jurisdicción 

indígena por parte de toda institución y autoridad pública (art. 171 CRE).  

 

78. Por ende, en el marco del habeas corpus, esta garantía del debido proceso adquiere 

especial valor cuando quien está detenido por una orden de prisión preventiva –dentro 

de un proceso penal que desconocía y que le impedía propiciar la declinación de 

competencia en favor de las autoridades indígenas– alega estar privado de su libertad 

por la misma razón por la que, al momento de dictar la orden privativa de libertad, ya 

fue juzgado en la comunidad indígena a la que pertenece. Así pues, la arbitrariedad de 

tal privación de libertad se configuraría por una orden de detención incompatible con 

el derecho de los pueblos y nacionalidades indígenas a ejercer su derecho propio y al 

mandato constitucional de respeto a las decisiones de la jurisdicción indígena. De allí 

que, en el caso de estudio, el análisis de la garantía de no ser juzgado más de una vez 

por la misma causa (art. 76.7.i CRE) –frente a la protección especial que la 

Constitución otorga a los pueblos y nacionalidades indígenas sobre el respeto a sus 

formas propias de justica– es procedente a través de la acción de hábeas corpus, 

orientada a determinar si la privación de libertad es ilegal, arbitraria o ilegítima, desde 

un enfoque intercultural. 

  

79. Con lo dicho, para analizar el argumento del accionante y valorar si se habría 

transgredido su derecho al debido proceso en la garantía de no ser juzgado más de una 

vez por la misma causa, el juez de hábeas corpus estaba llamado a valorar la existencia 

de indicios de cierta identidad en el proceso penal y en la decisión de justicia indígena. 

                                                 
78 CCE, sentencia 1638-13-EP/19, 28 de agosto de 2019, párr. 47; sentencia 3374-22-EP/25, 14 de febrero 

de 2025, párr. 29 a 31. 
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En efecto, en el derecho ordinario estatal es necesario que confluyan los presupuestos 

de identidad de materia, de sujetos, de hechos y de motivo de persecución79 para que 

se configure una transgresión a la garantía del non bis in ídem. Sin embargo, en los 

procesos de jurisdicción indígena no se puede determinar tal estándar porque se estaría 

considerando la visión unilateral de la jurisdicción ordinaria, sin discurrir si las 

peculiaridades procedimentales propias de la cultura indígena, hacen, en mayor o 

menor medida, incompatibles tal noción de identidad entre las causas ordinaria e 

indígena.  

 

80. De esta forma, en el caso de estudio, la noción de identidad de sujetos resultaría 

incompatible pues, en el proceso penal, existen las categorías de ofendido y agresor, 

mientras que existen categorías distintas en la justifica indígena, pues el enfoque parte 

de una cosmovisión y cultura que varía según cada comunidad; así, por ejemplo, en el 

proceso de justicia indígena la comunidad San Marcos se refirió a las partes como 

“compañeros”.80 Por ende, en el proceso penal, el accionante, Marcelo Pay, es el 

agresor y Luis Pay es el ofendido; pero en la decisión de justicia indígena, tanto el 

accionante como Luis Pay son compañeros y a ambos se les atribuye responsabilidad 

en el hecho, razón por la cual se les dio a los dos el mismo castigo. De igual manera, 

la noción de identidad de motivo de persecución sería incompatible en ambas causas: 

en el proceso penal el fundamento fue el delito de lesiones (art. 152.4 COIP) y el bien 

jurídico protegido fue la integridad personal;81 mientras que la resolución de la 

jurisdicción indígena de la comunidad San Marcos versó sobre la agresión mutua entre 

los comuneros Marcelo Pay y Luis Pay, y el bien jurídico protegido fue la paz de la 

comunidad.82 

 

81. En función de lo expuesto, la Corte considera que, en el contexto del caso, no es posible 

en la justicia indígena hacer distinción por “materia” como lo hace la norma penal, es 

decir, en distinciones respecto a los bienes jurídicos protegidos en la ley penal,83 pues 

el derecho propio no se configura necesariamente bajo esas categorías. De hecho, el 

derecho propio indígena tiene sus raíces en la tradición y la costumbre y suele 

                                                 
79 CCE, sentencia 1638-13-EP/19, 28 de agosto de 2019, párr. 47; sentencia 3374-22-EP/25, 14 de febrero 

de 2025, párr. 29 a 32; sentencia 2254-17-EP/23, 1 de noviembre de 2023, párr. 28. 
80 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, acta número 14, fojas 2 y 3. 
81 SATJE, proceso 04281-2018-01607, Unidad Judicial Penal con sede en el cantón Tulcán, provincia del 

Carchi. 
82 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, fojas 2 y 3. 
83 El COIP distingue, por ejemplo, en delitos contra la humanidad, la libertad, la integridad, la inviolabilidad 

de la vida, responsabilidad ciudadana, derechos de participación, entre otros. 
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corresponder a “necesidades de las comunidades indígenas en materia de 

mantenimiento del orden y la armonía social, la solución de conflictos de distintos 

tipos y la forma de sancionar a los transgresores”.84 Por ende, muchas culturas 

indígenas no comparten con los sistemas jurídicos oficiales el valor que se concede al 

juicio o al castigo y, al tomar medidas respecto de los delincuentes, “tienden a conceder 

mayor importancia a la restitución, a la indemnización y al restablecimiento de la 

armonía social y comunitaria que al castigo y al aislamiento físico de los 

delincuentes”.85 En la jurisdicción indígena Awá de la comunidad de San Marcos, por 

ejemplo, no existe la privación de libertad como sanción.86 

  

82. Por todo lo anterior, este Organismo constata que, en el caso in examine, el estándar 

del derecho ordinario no permite valorar la identidad entre el proceso penal y la 

decisión de justicia indígena para atender el argumento del accionante en el hábeas 

corpus. En consecuencia, para el presente caso, la garantía de no ser juzgado más de 

una vez por la misma causa merece otra valoración sobre la noción de identidad entre 

causas cuando éstas versan sobre una persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad 

indígena ya juzgada bajo el derecho propio. 

 

83. En esta línea, es relevante tomar en cuenta que, en la justicia ordinaria, el principio de 

non bis ídem se refiere generalmente a cuestiones de índole penal “cuyo objetivo se 

dirige esencialmente a limitar el ejercicio de la potestad sancionadora del Estado” y 

defender la libertad de las personas, a fin de que no se active el aparataje estatal para 

conocer los mismos supuestos que ya fueron revisados por otra autoridad judicial.87 

No obstante, como ya quedo dicho, en la justicia indígena, este principio se concibe 

en la norma constitucional como garantía del derecho de los pueblos y nacionalidades 

indígenas a ejercer su derecho propio y al mandato de respeto a las decisiones de la 

jurisdicción indígena, que no se agota en la protección a la libertad individual. En tal 

sentido, la garantía de no ser juzgado más de una vez por la misma causa, cuando ya 

existe una decisión de justicia indígena, no se dirige al mismo objetivo de la justicia 

ordinaria, por lo que su configuración busca defender valores distintos.  

 

                                                 
84 Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los 

indígenas, Los derechos humanos y las cuestiones indígenas, 26 de enero de 2004, E/CN.4/2004/80, párr. 

67. 
85 Ibid., párr. 59. 
86 Los tipos de sanciones de la jurisdicción indígena Awá de San Marcos son: las multas, la devolución de 

objetos robados, multas económicas, ejercicios físicos, el pago de los daños a través de trabajo comunal, el 

castigo de fuete y látigos, la pérdida de derechos comunales, la expulsión de la comunidad y el castigo de 

30 minutos de cepo. 
87 CCE, sentencia 2254-17-EP/23, 1 de noviembre de 2023, párr. 27. 
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84. Por lo expuesto, son otros los supuestos que debe considerar el juez de hábeas corpus 

para atender el argumento principal del accionante y, en consecuencia, valorar si la 

privación de libertad resultaba arbitraria porque existen indicios de una vulneración a 

la garantía de no ser juzgado más de una vez por la misma causa en casos de conflictos 

internos que corresponderían a la jurisdicción indígena. Así, estos supuestos deben 

conducir a valorar la posible identidad de las causas de justicia ordinaria y de justicia 

indígena, pero desde el diálogo intercultural con todos los involucrados. Para el efecto, 

en la audiencia de habeas corpus, el juez deberá convocar y contar con la participación: 

del agente fiscal que investiga el hecho punible en el proceso penal, del juez penal que 

dictó la prisión preventiva, de la autoridad indígena que habría resuelto el conflicto 

interno en la comunidad y del accionante. De esta manera, se debe considerar que, un 

supuesto doble juzgamiento por el mismo hecho a una persona perteneciente a un 

pueblo o nacionalidad indígena está íntimamente relacionado con la transgresión al 

ejercicio de sus derechos individuales a practicar su derecho propio y a proteger su 

libertad, pero también a los derechos colectivos del pueblo indígena al que pertenece, 

a la autonomía indígena y al mandato constitucional de respeto a las decisiones de 

jurisdicción indígena. 

 

85. En este punto, este Organismo estima necesario aclarar que, en el marco de la acción 

de hábeas corpus, la valoración que realiza el juez para atender el argumento principal 

del accionante y, en consecuencia, valorar si la privación de libertad resultaba 

arbitraria por una transgresión a la garantía de no ser juzgado más de una vez por la 

misma causa, no implica la verificación de la competencia de las autoridades 

judiciales, ni la determinación sobre la existencia de cosa juzgada o la configuración 

de los requisitos legales para la declinación de competencia.88 Estas son cuestiones 

propias de la jurisdicción penal que no corresponden al objeto ni a la naturaleza de la 

acción constitucional. Más bien, el juez de hábeas corpus debe valorar si la privación 

de libertad resultaba arbitraria a través de los indicios y elementos que muestren 

plausiblemente la transgresión a la garantía de no ser juzgado más de una vez por la 

misma causa y, por ende, una grave vulneración al derecho al debido proceso en clave 

intercultural. Este análisis no exige una carga probatoria elevada ni supone un examen 

estricto y riguroso de los elementos de la resolución de justicia indígena,89 de 

                                                 
88 Código Orgánico de la Función Judicial. Artículo 345.- “Declinación de competencia. - Los jueces y 

juezas que conozcan de la existencia de un proceso sometido al conocimiento de las autoridades indígenas, 

declinarán su competencia, siempre que exista petición de la autoridad indígena en tal sentido. A tal efecto 

se abrirá un término probatorio de tres días en el que se demostrará sumariamente la pertinencia de tal 

invocación, bajo juramento de la autoridad indígena de ser tal. Aceptada la alegación la jueza o el juez 

ordenará el archivo de la causa y remitirá el proceso a la jurisdicción indígena”. 
89 A manera de ejemplo, en la resolución de acciones extraordinarias de protección contra decisiones de la 

justicia indígena, la Corte Constitucional valora como elementos de estas decisiones a la legitimidad de la 
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conformidad con la presunción que emana del principio pro jurisdicción indígena y del 

principio de autonomía de la justicia indígena.90 

 

86. De esta forma, respecto al caso concreto de un habeas corpus presentado por una 

persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena, para determinar si la 

privación de libertad resultaba arbitraria al existir plausiblemente una vulneración a la 

garantía de no ser juzgado más de una vez por la misma causa en casos de jurisdicción 

indígena, la Sala de la Corte Provincial de Justicia91 que conoce la acción de hábeas 

corpus debe evaluar en conjunto los siguientes aspectos aplicados al caso en concreto: 

 

86.1. Indicios que presente el accionante respecto a su pertenencia a un pueblo o 

nacionalidad indígena. Para evaluar este aspecto la Sala debe considerar si la 

persona fue afectada por una decisión de justicia indígena en un conflicto interno 

de competencia de una autoridad indígena. En el presente caso, el accionante 

pertenecía a una comunidad indígena, estaba involucrado y afectado por una 

decisión de una autoridad indígena, incluso habría acatado lo resuelto por sus 

autoridades indígenas. Además, adjuntó al hábeas corpus una certificación del 

presidente de la comunidad de San Marcos de pertenecer a esta comunidad 

indígena, de participar en las reuniones, de colaborar en las mingas y de guardar 

un “comportamiento positivo” en la comunidad.92 Por tanto, el accionante 

cumple con este aspecto.  

 

86.2. Indicios que presente el accionante respecto a la existencia de una 

resolución de justicia indígena sobre un conflicto interno que lo involucre. 

Para evaluar este aspecto la Sala debe considerar que, desde una perspectiva 

intercultural, el procedimiento de conocimiento y resolución de conflictos 

internos en los pueblos y nacionalidades indígenas no siempre se reducen a 

escrito y podrían existir decisiones verbales.93 Por tanto, cuando el accionante 

no apareje una copia de la resolución de justicia indígena escrita, la Sala deberá 

iniciar un diálogo intercultural directo94 y convocará inmediatamente a 

                                                 
autoridad indígena y la solución a un conflicto interno mediante la aplicación de tradiciones ancestrales y 

derecho propio. CCE, sentencia 1-12-EI/21 17 de noviembre de 2021, párr. 104. 
90 Ibid. 
91 LOGJCC, art. 44 número 1 “[…] Cuando la orden de privación de la libertad haya sido dispuesta en un 

proceso penal, la acción se interpondrá ante la Corte Provincial de Justicia; de haber más de una sala, se 

sorteará entre ellas.” 
92 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, fojas 2 a 8. 
93 CCE, sentencia 8-18-EI/24, 4 de abril de 2024, párr. 74. 
94 Ibid., párr. 75. 
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audiencia95 a las autoridades indígenas correspondientes o realizará las gestiones 

pertinentes que posibiliten el diálogo.96 La Sala deberá adoptar medidas 

orientadas a generar este diálogo intercultural de manera apremiante y en 

condiciones de igualdad.97 En el presente caso, el accionante adjuntó al hábeas 

corpus la resolución de justicia indígena de 4 de noviembre de 2018 suscrita por 

el presidente, vicepresidente y secretario de la comunidad indígena Awá de San 

Marcos. Así como también un listado de las firmas y huellas digitales de los 

asistentes a la asamblea en que se adoptó tal resolución. De igual manera, las 

autoridades indígenas presentaron un escrito en el que afirmaban que Marcelo 

Pay ya había sido juzgado por la comunidad.98 De tal manera, en este caso habían 

elementos claros respecto a la existencia de una resolución de justicia indígena 

respecto a un conflicto interno que involucre al accionante. Por tanto, el 

accionante cumple con este aspecto. 

 

86.3. Indicios respecto a la similitud entre los hechos perseguidos en la causa 

penal seguida contra el accionante y los hechos analizados en la resolución 

de justicia indígena. Para evaluar este aspecto la Sala debe considerar las 

circunstancias fácticas seguidas en ambas causas y valorar su similitud desde 

una interpretación intercultural. De esta forma, la consideración de los hechos 

desde la perspectiva intercultural debe ceñirse a un examen sobre la 

correspondencia de fechas, actores involucrados y la acción u omisión que 

involucra al accionante y que se identifica en ambas causas, sin que para ello se 

analice desde una visión unilateral de las categorías del derecho penal como la 

clasificación de delitos, sanciones, bienes jurídicos protegidos u otros. La Sala 

convocará a la audiencia a todos los involucrados, a fin de posibilitar el diálogo 

                                                 
95 La convocatoria a una audiencia a las autoridades indígenas dependerá del grado de asimilación de su 

cultura a la mestiza y de una compresión intercultural efectiva del juez quien debe posibilitar un dialogo 

intercultural, ayudado por herramientas interculturales que permitan entender la cultura de la persona 

indígena procesada previo a convocar cualquier diligencia judicial. 
96 La Corte Constitucional ha señalado que, en todo proceso jurisdiccional se deberá posibilitar un diálogo 

intercultural, a fin de interpretar las normas y comprender los hechos y conductas. A mayor conservación 

de usos y costumbres de las comunidades, pueblos, y nacionalidades indígenas, mayor autonomía en el 

ejercicio del derecho a crear, desarrollar, aplicar y practicar su propio Derecho. CCE, sentencia 112-14-

JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 254. 
97 La Corte Constitucional ha establecido que, en caso de existir las condiciones adecuadas, la audiencia de 

hábeas corpus y reuniones con las autoridades indígenas podrán tener lugar en la comunidad indígena a la 

que pertenece el accionante. Así también, este Organismo ha determinado que el juez de hábeas corpus 

deberá proveer de traductores en caso de que las personas procesadas o las autoridades indígenas no 

comprendan el español y podrá disponer la realización de peritajes u otras fuentes que permitan realizar 

una interpretación cultural, así como favorecer una justicia dialógica e intercultural. CCE, sentencia 112-

14-JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 254. 
98 Expediente constitucional 384-20-JH, cuerpo II, Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Carchi, fojas 2 a 8. 



 
 

 

Sentencia 384-20-JH/25 

(Hábeas corpus y la garantía de no ser juzgado 

más de una vez, en casos de jursidicción indígena) 

Juez ponente: Richard Ortiz Ortiz 

 

 

 34 

 

        Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel. (593-2) 394-1800 
www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 

            email: comunicacion@cce.gob.ec 

intercultural para comprender los hechos analizados en la resolución de justicia 

indígena y el hecho perseguido en el proceso penal. En el caso en revisión, se 

observa que tanto el proceso penal como la resolución de justicia indígena 

aludían a un hecho ocurrido el 19 de agosto de 2016. Al igual, se verifica que en 

ambas causas se señaló como actores involucrados al accionante Marcelo Pay y 

a su primo Luis Pay. Finalmente, se anota que la acción atribuida al accionante 

en el proceso penal fue la de haber causado con machete una herida en la mano 

a su primo y, en la resolución de justicia indígena se identificó la misma acción 

atribuida al accionante en medio de una agresión mutua entre comuneros,99 por 

lo que se configura la similitud entre ambas causas. En consecuencia, el 

accionante cumple con este aspecto. 

 

86.4. Evidencia de que el juez penal dio oportunidad al accionante y a sus 

autoridades indígenas de solicitar la declinación de competencia conforme 

la ley. Para evaluar este aspecto, la Sala debe examinar si, previo a dictar la orden 

de prisión preventiva contra el accionante perteneciente a una comunidad 

indígena, el juez penal agotó toda posibilidad de diálogo intercultural100 con el 

accionante y las autoridades indígenas dada la existencia de una resolución de 

jurisdicción indígena previa. En otras palabras, si el juez penal dio oportunidad 

al accionante de impugnar la competencia de la justicia ordinaria y a sus 

autoridades indígenas de solicitar la declinación de competencia conforme la ley 

(art. 345 COFJ). En el caso en examen, como ya se analizó, el accionante 

desconocía del proceso penal seguido en su contra por el mismo hecho por el 

cual ya había sido juzgado y sancionado en su comunidad indígena. Más bien, 

tuvo conocimiento de la causa penal a partir de la privación de su libertad a causa 

de la orden de prisión preventiva dictada en su contra sin su presencia. Este 

desconocimiento se dio porque en el proceso penal no fue notificado de la 

investigación, instrucción fiscal ni del llamamiento a juicio. Por ende, el 

accionante no pudo impugnar la competencia del juez penal antes de ser privado 

de la libertad, ni tampoco las autoridades judiciales de la comunidad indígena 

San Marcos pudieron solicitar oportunamente la declinación de competencia del 

juez penal. En consecuencia, el accionante cumple con este aspecto. 

 

87. Por lo expuesto, la Corte verifica que, al cumplirse con todos los aspectos referidos, 

en el presente caso existen indicios suficientes para concluir que es plausible la 

configuración de una grave vulneración al debido proceso en la garantía de no ser 

                                                 
99 Ver párrs. 5 y 7. 
100 CCE, sentencia 112-14-JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 254. 
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juzgado más de una vez por la misma causa (art. 76.7.i CRE) del accionante 

perteneciente a la comunidad indígena San Marcos. Esta decisión no implica la 

determinación sobre la existencia de cosa juzgada o la configuración de los requisitos 

legales para la declinación de competencia, que corresponden a la autoridad judicial 

penal. 

 

88. Así pues, la Corte considera que, en el presente caso, la aparente transgresión de la 

garantía de no ser juzgado más de una vez por la misma causa resultó en una grave 

vulneración al debido proceso del accionante como persona perteneciente a una 

comunidad indígena. Esto porque la orden de prisión preventiva se dictó contra el 

accionante sin su presencia y sin que él y sus autoridades indígenas tengan la 

posibilidad de requerir oportunamente la declinación de competencia del juez penal. 

De esta manera, la privación de libertad del accionante en un proceso penal perseguido 

por hechos ya juzgados por la jurisdicción indígena resultaba incompatible con los 

derechos colectivos de los pueblos y nacionalidades indígenas a ejercer su derecho 

propio, a la autonomía indígena y el mandato constitucional de respeto a las decisiones 

de la jurisdicción indígena. En consecuencia, la privación de libertad en este caso 

devino en arbitraria. 

 

89. En resumen, del examen sobre la privación de libertad realizado a la luz del caso en 

estudio, esta Corte considera que, aun cuando el juez de hábeas corpus aceptó la acción 

al concluir la ilegalidad de la detención del accionante, la privación de la libertad del 

accionante resultaba también arbitraria e ilegítima. De este modo, la detención se 

dictó dentro de un proceso penal en el que se desconoció el contexto particular del 

accionante como persona perteneciente a una nacionalidad indígena que ya había sido 

juzgada en su comunidad indígena. Por ello, la privación de libertad respondió a un 

proceso en el que no se observó el derecho constitucional colectivo de los pueblos y 

nacionalidades indígenas a ejercer su derecho propio (art. 57.10 CRE), y el mandato 

constitucional de respeto a las decisiones de la jurisdicción indígena (art. 171 CRE). 

Así como tampoco, en la causa penal se respetaron los principios de igualdad e 

interpretación intercultural.  

 

90. Por ello, la transgresión a las reglas procesales sobre la notificación al accionante no 

implicó solamente una omisión procesal, sino que, la falta de notificación sobre el 

proceso penal conllevó a otras restricciones que incidían directamente en el ejercicio 

de sus derechos como persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena y al 

mandato constitucional de respeto a la justicia indígena. Esta actuación en la causa 

penal implicó que el accionante no pueda impugnar oportunamente la competencia de 
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la justicia ordinaria y a sus autoridades indígenas solicitar la declinación de 

competencia (art. 345 COFJ) previo a ser detenido.  

 

91. De esta manera, la restricción a su libertad resultó también arbitraria al ser producto 

de un proceso de justicia ordinaria seguido por el mismo hecho por el cual el 

accionante ya fue juzgado en la justicia indígena, lo que transgredió la garantía de no 

ser juzgado más de una vez por la misma causa y vulneró gravemente el derecho del 

debido proceso del accionante perteneciente a una comunidad indígena. En conjunto, 

también la detención se tornaba en ilegítima pues no se cumplieron los supuestos 

necesarios para que el juez penal prive de la libertad al accionante en el caso concreto, 

en respeto de los mandatos constitucionales y legales sobre el respeto a la jurisdicción 

indígena. Esto, sobre todo, porque los hechos perseguidos contra el accionante ya 

habían sido juzgados mediante una resolución de justicia indígena y el juez ordinario 

no activó ni agotó el diálogo intercultural como lo ordena la Constitución y la ley.  

 

92. Como conclusión, la acción de hábeas corpus procedía al haberse privado de la libertad 

al accionante de manera ilegal, ilegítima y arbitraria. 

 

93. Finalmente, al aceptarse la acción de hábeas corpus, cabía revocar la orden de prisión 

preventiva arbitraria, ilegal e ilegítima y ordenar la inmediata libertad del accionante, 

como efectivamente ocurrió en el caso de estudio. No obstante, esta Corte relieva que, 

en supuestos como el analizado, en los que esta acción constitucional procede por el 

argumento respecto a una plausible transgresión al derecho al debido proceso en la 

garantía de no ser juzgado más de una vez por la misma causa, corresponde al juez de 

hábeas corpus oficiar al accionante, a las autoridades indígenas y al juez penal con su 

decisión, a fin de que se realice el proceso de declinación de competencia conforme la 

ley (art. 345 COFJ), propiciando un diálogo intercultural. Además, los jueces 

ordinarios deberán tomar en cuenta que la decisión de habeas corpus no implica un 

pronunciamiento previo y vinculante sobre la competencia de la jurisdicción ordinaria 

en materia penal. El proceso de declinación de competencia debe ser apremiante en la 

causa penal pues, como se dijo, la norma constitucional obliga al Estado y a toda 

autoridad pública a respetar las decisiones de la justicia indígena (art. 171 CRE).  

 

94. Este Organismo subraya que la decisión del juez de habeas corpus se circunscribe 

únicamente al objeto de esta garantía constitucional y, por ende, tiene efectos 

exclusivamente respecto a la privación de libertad del accionante. Lo anterior no 

implica, de ninguna manera, un pronunciamiento final o definitivo respecto a la 

situación jurídica del procesado en la causa penal, cuestión que es tarea exclusiva del 

juez penal. Así como tampoco implica una decisión vinculante respecto a la 
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verificación de la competencia de las autoridades judiciales, ni la determinación sobre 

la existencia de cosa juzgada o la configuración de los requisitos legales para la 

declinación de competencia, conforme se señaló en el párrafo 85 supra. 

 

95. En el presente caso, la Corte observa que, el accionante solicitó la declinación de 

competencia del juez penal diez días después de ser puesto en libertad por la aceptación 

de su acción de hábeas corpus. Asimismo, en el mismo mes, las autoridades de la 

comunidad indígena San Marcos comunicaron al juez penal ya haber juzgado al 

accionante bajo la ley indígena por los mismos hechos, por la que se le impuso una 

sanción de 10 latigazos que ya fue cumplida. Sin embargo, aproximadamente 3 años 

después, el juez penal declinó su competencia por considerar que la causa ya ha sido 

resuelta por la justicia indígena y que, de proseguir con el proceso penal, se violentaría 

el artículo 76, número 7, letra i) de la Constitución, conforme se señaló en el párrafo 

18 supra. 

 

96. Lo anterior permite valorar que la acción de hábeas corpus es la garantía constitucional 

adecuada y eficaz para que una persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad 

indígena pueda recuperar su libertad cuando ha sido detenida por una medida cautelar 

privativa de libertad, dictada dentro de un proceso penal seguido por un hecho por el 

cual ya fue sancionada previamente en la jurisdicción indígena, bajo los supuestos 

descritos en esta sentencia. Cabe subrayar que, como ya lo ha determinado esta Corte, 

“los jueces de habeas corpus deben enfatizar el carácter de última ratio de la prisión 

preventiva cuando se trata de miembros de pueblos, comunidades y nacionalidades 

indígenas”.101 Por tanto, el juez penal deberá analizar las medidas alternativas a la 

prisión preventiva y justificar su decisión en consideración de la pertenencia del 

procesado al pueblo o nacionalidad indígena.102 

 

7. Conclusiones 

 

97. A continuación, la Corte estima pertinente sintetizar los principales criterios a los que 

ha arribado el razonamiento en esta sentencia, a fin de que, conforme la facultad de 

este Organismo establecida en el artículo 436 número 6 de la Constitución, sean 

considerados, en conjunto, por las autoridades judiciales, sin perjuicio del carácter 

vinculante del precedente constitucional: 

 

                                                 
101 CCE, sentencia 112-14-JH/21, 21 de julio de 2021, párr. 249. 
102 Ibid., párr. 161. 
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97.1. El juez que conoce una acción de hábeas corpus presentada por una persona 

perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena debe realizar un análisis 

integral de la legalidad, arbitrariedad e ilegitimidad de la privación de libertad, 

con una comprensión intercultural (arts. 1 y 57.10 CRE) y de respeto a la 

jurisdicción indígena (arts. 171 CRE y 344.e COFJ) dado el contexto particular 

del accionante.  

 

97.2. El juez que conoce una acción de hábeas corpus presentada por una persona 

perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena que argumenta estar privada 

de la libertad por un proceso penal ordinario que desconocía por no haber sido 

notificado, debe analizar, entre otras cosas, si el juez de la causa penal 

consideró el contexto del accionante como persona perteneciente a un pueblo 

o nacionalidad indígena y si observó las garantías constitucionales del debido 

proceso al momento de la privación de su libertad, como el informarle de la 

detención en su lengua propia y en lenguaje sencillo (art. 77.7.a CRE), entre 

otras garantías constitucionales aplicables según el caso. 

 

97.3. El hábeas corpus es la garantía constitucional adecuada y eficaz para que una 

persona perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena pueda recuperar su 

libertad cuando ha sido detenida por una medida cautelar privativa de libertad, 

dictada dentro de un proceso penal seguido por un hecho por el cual ya fue 

sancionada previamente en la jurisdicción indígena, bajo los parámetros 

establecidos en esta sentencia. En este caso, la privación de libertad deviene en 

arbitraria al plausiblemente transgredir la garantía constitucional del debido 

proceso de prohibición de no ser juzgado más de una vez por la misma causa 

(art. 76.7.i CRE). La transgresión de esta garantía está íntimamente relacionada 

con la transgresión al ejercicio de sus derechos individuales a practicar su 

derecho propio y a la protección de su libertad, pero también a los derechos 

colectivos del pueblo indígena al que pertenece, a la autonomía indígena y al 

mandato constitucional de respeto a las decisiones de jurisdicción indígena. 

 

97.4. El juez que conoce una acción de hábeas corpus presentada por una persona 

perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena, que argumenta estar privada 

de la libertad a causa de un proceso penal seguido por un hecho por el cual ya 

fue sancionada en la jurisdicción indígena, debe analizar si tal detención devino 

en arbitraria al plausiblemente transgredir la garantía del debido proceso de no 

ser juzgado más de una vez por la misma causa (art. 76.7.i CRE). De tal manera, 

corresponde al juez evaluar los siguientes aspectos: (i) indicios que presente el 

accionante respecto a su pertenecía a un pueblo o nacionalidad indígena; (ii) 



 
 

 

Sentencia 384-20-JH/25 

(Hábeas corpus y la garantía de no ser juzgado 

más de una vez, en casos de jursidicción indígena) 

Juez ponente: Richard Ortiz Ortiz 

 

 

 39 

 

        Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel. (593-2) 394-1800 
www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 

            email: comunicacion@cce.gob.ec 

indicios que presente el accionante respecto a la existencia de una resolución 

de justicia indígena que lo involucre; (iii) indicios respecto a la similitud entre 

los hechos perseguidos en la causa penal seguida contra el accionante y los 

hechos analizados en la resolución de justicia indígena; y, (iv) evidencia de que 

el juez penal dio oportunidad al accionante y a sus autoridades indígenas de 

solicitar la declinación de competencia conforme la ley. Para el efecto, en la 

audiencia de habeas corpus, el juez deberá convocar y contar con la 

participación: del agente fiscal que investiga el hecho punible en el proceso 

penal, del juez penal que dictó la prisión preventiva, de la autoridad indígena 

que habría resuelto el conflicto interno en la comunidad y del accionante. 

 

97.5. El juez que acepta una acción de hábeas corpus propuesta por una persona 

perteneciente a un pueblo o nacionalidad indígena, porque concluye 

plausiblemente la transgresión al derecho al debido proceso en la garantía de 

no ser juzgado más de una vez por la misma causa, en los términos de esta 

sentencia, deberá ordenar la inmediata libertad del accionante y oficiar al 

accionante, a las autoridades indígenas y al juez penal con su decisión, a fin de 

que se realice el proceso de declinación de competencia conforme la ley (art. 

345 COFJ), propiciando un diálogo intercultural. Además, los jueces ordinarios 

deberán considerar que la decisión de hábeas corpus no implica de ningún 

modo un pronunciamiento final o definitivo respecto a la situación jurídica del 

procesado en la causa penal, cuestión que es tarea exclusiva del juez penal. Así 

como tampoco implica una decisión vinculante respecto a la verificación de la 

competencia de las autoridades judiciales, ni la determinación sobre la 

existencia de cosa juzgada o la configuración de los requisitos legales para la 

declinación de competencia. 

 

8. Decisión 

 

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 

Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve: 

 

1. Declarar que la presente sentencia no tiene efectos para el caso concreto. El 

precedente contenido en esta sentencia versa sobre el análisis constitucional de 

procedencia y juzgamiento de la acción de hábeas corpus cuando se accione en 

casos que se prive de la libertad mediante orden de prisión preventiva a una 

persona perteneciente a una comunidad, pueblo o nacionalidad indígena, dentro 

de un proceso penal ordinario que desconocía y seguido por un hecho 

plausiblemente ya juzgado por la justicia indígena. 
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2. Disponer que el Consejo de la Judicatura publique la presente sentencia en la 

parte principal de su sitio web institucional y la difunda a través de correo 

electrónico u otros medios adecuados y disponibles a todos los jueces y juezas 

con competencia para conocer garantías jurisdiccionales en el término máximo 

de 20 días desde la notificación de esta sentencia. El Consejo de la Judicatura 

deberá informar a la Corte sobre el cumplimiento de esta medida en el término 

de 20 días contados desde el vencimiento del término para la difusión de la 

sentencia.  

 

3. Notifíquese y cúmplase.  

 

 

 

 

 

Jhoel Escudero Soliz 

PRESIDENTE 

 

Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 

Constitucional con nueve votos a favor de los jueces constitucionales Karla Andrade 

Quevedo, Jorge Benavides Ordóñez, Alejandra Cárdenas Reyes, Jhoel Escudero Soliz, 

Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz, Claudia Salgado Levy 

y José Luis Terán Suárez, en sesión jurisdiccional ordinaria de jueves 24 de julio de 2025.- 

Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente  

Aída García Berni  

SECRETARIA GENERAL 
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